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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Enrique Pintado. 


MIEMBROS: Señores Representantes Washington Abdala, Silvana Charlone, Rubén Martínez Huelmo, 
Mario Pérez y Jaime Mario Trobo. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Doreen Javier Ibarra, Dante Nogueira y Víctor Sempron. 


ASISTEN: Señores Representantes Roberto Conde y José Quintín Olano Llano. 


INVITADOS: Señor Ministro de Relaciones Exteriores, Reinaldo Gargano; Ministro Interino de Industria, 
Energía y Minería, ingeniero Martín Ponce de León; Subsecretaria del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, profesora Belela Herrera; Director General para Asuntos 


Económicos, Embajador Carlos Amorín; Subdirector General para Asuntos Políticos, 
Ministro Gerardo Prato; Director de Relaciones Institucionales, Ministro Consejero Osvaldo 
González Garderes; Subdirector de Relaciones Institucionales; Jorge Seré; Jefe del 
Gabinete, Federico Gomensoro; Director de Asuntos Consulares, Embajador César Ferrer 
Burle y Secretario del Minisitro, Ariel Bidegaray. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el gusto y el honor de recibir al señor Ministro de 
Relaciones Exteriores, señor Reinaldo Gargano, al señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería, 
ingeniero Martín Ponce de León, a la Subsecretaria de Relaciones Exteriores, profesora Belela Herrera, al 
señor Director General para Asuntos Económicos, Embajador doctor Carlos Amorín, al señor Subdirector 
General para Asuntos Políticos, Ministro Gerardo Prato, al señor Director de Relaciones Institucionales, 
Ministro Consejero doctor Osvaldo González Garderes, al señor Subdirector de Relaciones Institucionales, 
Consejero doctor Jorge Seré, al señor Jefe de Gabinete del señor Ministro, doctor Federico Gomensoro, al 
señor Secretario Privado del señor Ministro, doctor Ariel Bidegaray, y al Director de Asuntos Consulares, 
Embajador César Ferrer Burlé. 


Queremos agradecer al señor Ministro su deferencia al aceptar el cambio de la primera fecha propuesta para 
concurrir, que era el viernes pasado a la hora 10, encuentro que debió posponerse en virtud de algunas 
dificultades como, por ejemplo, la reunión de la Mesa Ejecutiva de la Comisión Parlamentaria Conjunta del 
MERCOSUR y otros compromisos importantes de algunos legisladores. 


Hemos convocado al señor Ministro por tres temas importantes. En primer lugar, el Acuerdo Venesat, que se 
refiere a Venezuela y a la participación de Uruguay en un satélite para no perder la posición orbital ante la 
Organización Internacional de Telecomunicaciones. Nos consta que esto tiene un plazo, pero también que se 
ha pedido una prórroga, por lo cual queremos saber qué éxito tuvo esta gestión, para saber con qué tiempos 
parlamentarios debemos manejarnos 


En segundo término, hemos convocado al señor Ministro para que algunos legisladores plantearan sus 
inquietudes respecto del Parlamento del MERCOSUR y, por último, para analizar el pronunciamiento del 
Supremo Tribunal de España, la resolución que interpretaba el Tratado de 1870, sobre la que también 
surgieron interrogantes. 


Por lo tanto, aprovechamos la invitación al Canciller de la República para tratar estos tres temas que son 
relevantes para el Uruguay. 


En el caso del Parlamento del MERCOSUR, nosotros queríamos satisfacer las interrogantes, pero también 
estamos atentos a los plazos para su ratificación, en virtud de que somos el único país en que aún está 
pendiente. Precisamente, en la reunión de la Mesa Ejecutiva de la Comisión Parlamentaria Conjunta se nos 
hicieron solicitudes al respecto para tratar de subsanar algunas cuestiones administrativas. 


Sin más trámite, damos la palabra al señor Diputado Trobo, uno de los que planteó esta iniciativa, para que el 
señor Ministro responda las interrogantes correspondientes. 


En virtud de que también se convocó al Ministerio de Industria, Energía y Minería para considerar el primer 
punto, propongo considerar en primer lugar el Acuerdo Venesat, así después liberamos a nuestro amigo, 
Subsecretario de Industria, Energía y Minería, ingeniero Martín Ponce de León. En este sentido, quiero 
aclarar que se presentó una delegación de URSEC y de ANTEL, pero quedaron algunas interrogantes 
relativas a cuestiones que excedían las responsabilidades de URSEC. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la presencia del Ministerio de Relaciones Exteriores; para nosotros estos 
tres temas son muy importantes en la política exterior del Uruguay, y aunque son diferentes todos 
están vinculados con aspectos trascendentes del relacionamiento exterior. 


Para respetar el orden que nos sugiere el señor Presidente, comienzo por el acuerdo entre Uruguay y 
Venezuela, que nosotros hemos denominado en forma simpática "el acuerdo de la semana", porque una vez 
por semana, o cada dos, tenemos que estudiar un acuerdo con Venezuela. 


En este sentido, queremos hacer una serie de preguntas respecto del contenido político de este acuerdo. 
Hemos evacuado algunas consultas con la URSEC en la reunión anterior cuando se trató este tema y con 
ANTEL, como eventual usuario, sin perjuicio de que, según el tratado, hay otra cantidad importante de 
usuarios que pueden recurrir al porcentaje que Uruguay se reservaría en caso de terminar de convenir este 
acuerdo de utilización del satélite. 


Voy a formular preguntas, y tal vez el señor Ministro las anote, porque me gustaría que nos responda algunas 
inquietudes. La primera tiene que ver con una cuestión de contexto. Creo que Uruguay debe saber -y 
obviamente el Parlamento- por qué razón Venezuela recurre a Uruguay para utilizar esta posición orbital; 
suponemos que cuando Uruguay recibió esta oferta -u ofreció, según las circunstancias- debió existir algún 
argumento, con el que podamos contar nosotros, entre los antecedentes. 


También queremos saber si Venezuela había solicitado posiciones orbitales en el pasado, y qué pasó con esos 
trámites, lo que obviamente tuvo como consecuencia solicitar a Uruguay la utilización de una posición orbital 
en nuestro país. Algunas versiones indican que Venezuela había gestionado conjuntamente con la Comunidad 
Andina una posición orbital y que el titular de la solicitud era Colombia. En ese sentido, queremos saber qué 
ha pasado, si efectivamente Venezuela estaba involucrada en esa cuestión o si cambió porque se desvinculó 
de la Comunidad Andina. O sea, si esta cuestión es una solución al impedimento de Venezuela de llegar a un 
acuerdo con otros países de la región americana y en particular de Sudamérica. 


Además, queremos saber cuáles son los fines para utilizar el satélite. Tanto las autoridades de la URSEC 
como las de ANTEL han hecho exposiciones al respecto, unas con carácter técnico y otras más bien 
vinculadas a las comunicaciones a través de una empresa como ANTEL. Pero hay otra cantidad de fines que 
puede cumplir, en las comunicaciones gubernamentales, como establece el Tratado, y queremos saber cuáles 
son. Por ejemplo, queremos saber si pueden ser comunicaciones militares y si, entre ellas, puede haber 
comunicaciones que tengan que ver con la seguridad y con la interpretación de información para determinado 
tipo de acción bélica. 


Para nosotros esto tiene muchísima importancia porque Uruguay es un país que a nivel internacional tiene un 
comportamiento claramente alejado de cualquier actitud confrontativa, mientras que Venezuela, por las 
informaciones que surgen de la prensa, tiene una política exterior de confrontación, inclusive en la propia 
región americana. Esto en el futuro puede derivar en una circunstancia a la que Uruguay se encuentre 
vinculado por haber cedido, mediante un tratado que establece determinadas condiciones, la posibilidad de 
que el satélite fuera utilizado por un Estado extranjero para fines que no están contemplados en los propósitos 
que Uruguay tiene en materia de relaciones internacionales, o que pudieran derivar en conflictos 
diplomáticos internacionales en los que Uruguay tuviera que salir a explicar su posición, cuando está muy 
claro que nuestro país está a favor de la solución pacífica de las controversias, de las negociaciones y, por 
supuesto, del respeto a la independencia de los Estados y a su autodeterminación. 


También queremos saber si Uruguay ha solicitado una prórroga en el plazo de concesión de la posición 
orbital -prórroga que debe ser solicitada a la Unión Internacional de las Comunicaciones- y qué suerte ha 
corrido, porque hay apremio parlamentario por aprobar esto antes del día 14, que es mañana. Y aunque se 
aprobara en el día de mañana, si la posición orbital se pierde el día 14 diría que ya la perdimos. Pero, reitero, 
queremos saber qué suerte ha tenido esa solicitud de prórroga. 


Asimismo, queremos conocer con qué países se deben realizar las coordinaciones de la posición orbital 78, 
que es la que Uruguay se ha reservado y que en este caso se conviene conceder su uso a la República de 
Venezuela. Recordemos que hay dos tratados. Uno concede la posición orbital 75.5 y otro, con posterioridad 
a que Uruguay derogara una concesión que ya había realizado, cambia a la posición 78. 


Queremos saber cuál es la bandera del satélite y esto viene a cuento porque en ocasiones anteriores, en los 
contratos de las concesiones que Uruguay había realizado a empresas privadas para poder ubicar en esa 
posición orbital satélites de comunicaciones, se establecía que la bandera del satélite sería uruguaya. 
Deseamos saber si Venezuela va a tener un satélite de bandera uruguaya o si Uruguay va a ceder la órbita 


para que Venezuela tenga un satélite de bandera venezolana, con los usos que he señalado y sobre los cuales 
estamos consultando. 


Sabemos que Uruguay solicitó a la UIT un requerimiento máximo para que el satélite que se pueda establecer 
en esa posición orbital atienda a todas las zonas de las Américas en todas las bandas y en todos los canales. 
Como es Uruguay el que debe hacer las coordinaciones en el ámbito de la UIT, o sea que es el que debe ir a 
negociar con los otros Estados, queremos saber cuáles son los espacios o los ámbitos en los cuales Uruguay 
va a pedir la llegada de la operación de ese satélite. 


Específicamente sobre el texto del tratado, nuestro propósito es conocer claramente cuál es el concepto de 
comunicaciones de carácter gubernamental establecido en el artículo 2”. También nos interesa conocer qué 
significa el tráfico cursado por instituciones del Estado, que figura en el artículo 3%. No sabemos por qué en el 
artículo 5”, cuando se excepciona la posibilidad de que Uruguay tenga responsabilidades en todo el proceso 
de operación definitiva del satélite, no se incluye la instancia de lanzamiento, sino que se establece puesta en 
órbita y operación. 


En el caso uruguayo, ¿cuál es el criterio por el cual se va a aplicar la cuestión de las comunicaciones de 
carácter gubernamental? Ahí nosotros tenemos una preocupación que refiere a que el sector privado no pueda 
acceder a la utilización del satélite, por ejemplo, en el ámbito de la investigación, de la formación, de la 
educación. Me refiero, por ejemplo, a que las universidades privadas puedan eventualmente acceder a él para 
servirse de sus beneficios; obviamente, estamos hablando del 10% que Uruguay se reserva. 


Queremos saber por qué se negoció el 10%, por qué se concedió que la participación de Uruguay no fuera 
mayor en el uso del satélite, cuando los contratos anteriores con empresas privadas a las que se había 
concedido la autorización para operar satélites en esas posiciones orbitales, establecían porcentajes de 
participación del Estado sustancialmente mayores al 10% que se concede a cambio de utilizar el uso de la 
posición orbital a Venezuela. 


Asimismo, hay un tema que es, quizás, de los más preocupantes, y es la eventualidad de realizar 
comunicaciones de carácter militar que pudieran no tener uso pacífico. Quisiéramos saber cuáles son las 
garantías que tiene Uruguay para que ello no ocurra, porque en el artículo 11 del Acuerdo se establece, 
además, que la información que deriva de su aplicación tiene carácter confidencial, Queremos saber por qué 
razón y qué alcance tiene la confidencialidad de esta información. Específicamente, queremos saber si el 
Ministro, el Ministerio o el Gobierno entienden que el Parlamento no puede estar informado, no puede 
informarse o se le puede negar información en algún momento sobre esos aspectos, porque, como dice el 
artículo 11, la información que derive de la aplicación del acuerdo tendrá carácter confidencial. 


En el artículo 12, cuando se refiere a la eventualidad de controversias que deben ser resueltas por la vía 
diplomática, queremos saber por qué no se incluye, además, el arbitraje, y por qué no hay una cláusula que 
incluya la posibilidad de revocación de la autorización en caso de incumplimiento de las obligaciones, que 
son cláusulas que estaban incluidas en los acuerdos anteriores que Uruguay había firmado con agentes 
privados que solicitaron estas posiciones orbitales cuya gestión realizó Uruguay en la Unión Internacional de 
Comunicaciones, que le habían sido concedidas y que en virtud de las revocaciones que se realizaron en 2004 
y 2006, ahora están en uso del Estado uruguayo para concederlas a quien entienda conveniente. 


Estas son las preguntas que tenemos en primera instancia con respecto a este acuerdo con Venezuela para el 
uso de la Posición Orbital 78. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Buenos días, señora y señores 
Representantes. 


He tomado cuidadosa nota de las preguntas que ha formulado el señor Legislador. Uruguay tiene dos 
posiciones geoestacionarias que debe cubrir con un satélite y debe comunicar que lo hace antes de 
determinada fecha. Ya voy despejando una de las interrogantes: se ha solicitado una prórroga, que ha sido 
concedida, debido a las dificultades en los intentos de llegar a algunos acuerdos con algunas empresas y no 
poder materializarlos. Tengo aquí la versión técnica, que es muy larga, y no voy a cansar a la Comisión con 
su relato. La hizo el señor Ministro Lepra en la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado y después 
de mi intervención el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería va a despejar ese aspecto. 


¿Por qué razón recurre Uruguay a Venezuela? En primer lugar, porque según dice el Ministro Lepra -al que el 
Ministerio de Relaciones Exteriores fue enviando los comunicados que recibía, de la misma manera que a la 
URSEC, porque la Cancillería no es un organismo técnico y, por lo tanto, no puede determinar estos 
aspectos-, colocar un satélite uruguayo en órbita costaría unos US$ 385:000.000 y obviamente Uruguay no 
está en condiciones de hacerlo. De ahí que surgieran dos iniciativas. 


Acá no aparece, pero creo que es bueno que la Cámara sepa que la otra posición geoestacionaria fue 
planteada a nuestro Embajador en Italia, por una compañía italiana; debía realizar un convenio con Uruguay, 
que no ha prosperado ni se ha agilitado, porque la compañía debe tener sus objetivos y cree que es posible 
hacerlo. 


Entonces, la razón básica es que Uruguay no podía hacerlo por sí mismo y que en los vínculos que ha tenido 
con los distintos países encontró en Venezuela la posibilidad de que esta se hiciera cargo de la colocación en 
órbita del satélite, y que a cambio concediera un 10% de su utilización técnica a Uruguay. La soberanía sobre 
el satélite, más claramente, sobre la posición geoestacionaria, le pertenece a Uruguay, no a Venezuela, y 
nuestro país le concede su uso. De modo que ahí está despejada otra de las preguntas. 


Otra interrogante refería a si Venezuela había solicitado anteriormente posiciones orbitales, y si había pedido 
una con Colombia. Personalmente, no tengo información al respecto. Es posible que la haya solicitado. Lo 
que sí sé es que las posiciones geoestacionarias son limitadas en el espacio, porque no se puede lanzar un 
satélite cuando y donde se quiera. 


Para despejar desde ya una de las preguntas, recién consulté al señor Subsecretario de Industria, Energía y 
Minería, quien me decía que el satélite solo puede operar en determinada franja territorial, no en todo el 
planeta. El espacio está dividido de tal manera que puede ocuparse de enviar o recibir señales de determinada 
área geográfica. Lo aclaro por si hay alguna duda, porque se habla de las cuestiones militares: Uruguay no 
tiene pensado usar esto con esos fines, sí con fines de investigación. Además, esto debe ser reglamentado en 
su utilización con Venezuela. Desde luego que el área geográfica que cubre excluye -por si hay alguna duda- 
a los Estados Unidos y la parte norte de Europa, que parece ser lo que preocupa, porque desde el punto de 
vista militar, no creo que haya conflicto entre Venezuela y algún otro país del continente. Además, vamos a 
hacer todo lo posible para que si hay conflicto no llegue a extremos. 


Por otro lado, no conozco mucho lo que pueden hacer en materia militar los satélites. A lo sumo, pueden 
ubicar los contingentes militares o conocer sus características, pero no pueden combatir. No se puede 
disparar, por ejemplo, una bomba desde un satélite. Hasta ahora, lo que hay como más avanzado, según mis 
conocimientos, es un sistema que posee solamente Estados Unidos, que es antimisiles, que se dispara desde 
tierra para obstruir la llegada de otros misiles. Pero desde un satélite no se puede disparar hacia la Tierra. Lo 
que sí es muy importante para Uruguay es que ha sido investigado a través de satélites en todo su territorio. 
Seguramente, el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería sabrá que hay satélites que han servido 
para que se denuncien determinadas áreas como depositarias de ciertos minerales en varios departamentos del 
territorio uruguayo, porque el satélite extranjero sacó la conclusión de que debido a las características del 
suelo y a lo que transmitían las señales que recibía, podía haber minas que contuvieran oro u otros materiales 
o minerales de gran calidad. ¿Cuáles son los fines? No son militares; Uruguay no solo tiene como política 
constitucional -porque está en la Constitución- resolver todos los conflictos por medio de la negociación 
pacífica o el arbitraje sino que, además, no tiene planeado hacerle la guerra a nadie, aunque existen fuerzas 
de defensa que están pensadas por si en alguna circunstancia trágica se ve enfrentado a una situación de ese 
tipo. Los fines son utilizar el satélite para esto; yo no soy un experto en todo lo que se puede hacer con un 
satélite, pero conozco algo. Por ejemplo, se puede conducir un automóvil con la orden que manda un satélite. 
Esto lo sé porque en una ocasión no sabíamos qué camino recorrer para ir a determinado lugar y en el 
vehículo que viajábamos se prendió un aparato, el cual se comunicó con el satélite y este determinó dónde se 
debía doblar, a cuántos metros, y nos indicó los setenta kilómetros que recorrimos hasta llegar al destino. 


Con un satélite también se puede investigar el suelo y sus contenidos. Asimismo, con la información que 
puede prestar un aparato de esta naturaleza se pueden llevar adelante investigaciones de carácter científico 
muy avanzadas en el campo de la biología o la genética. 


¿Por qué se ubicó en el Tratado el tema de los daños que podría acarrear la colocación en órbita? La 
colocación en órbita quiere decir el envío a la órbita y esto implica el lanzamiento del satélite. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


Se debe tener en cuenta los daños que pueda causar la puesta en órbita del satélite y su operación, 
porque esa es la etapa en la que, precisamente, se pueden producir daños. Según lo que dicen los expertos hay 
mucha chatarra espacial -alguna que funciona y otra que ha dejado de hacerlo, pero que no ha sido devuelta a 
la Tierra-, por lo que, reitero, es posible que ocurran daños si hay deficiencias técnicas en la colocación en 
órbita del satélite o en su funcionamiento. Esta es la razón de la disposición mencionada. 


¿Por qué se habla de 10%? Porque todos los costos corren a cargo de Venezuela y Uruguay va a aprovechar 
en un 10% esa posición. 


¿Por qué es confidencial? Porque puede recibirse información de carácter económico muy importante. Por 
ejemplo, existe la posibilidad de encontrar diamantes en la zona de Tacuarembó y Rivera; también puede 
haber depósitos de oro en la región. Las denuncias en materia de minería se han hecho en función de que hay 
una teoría -que considero tiene mucha verosimilitud- que indica que debido a los desplazamientos de los 
continentes a través de millones de años, la situación geográfica de nuestro territorio empalmaría con la del 
sur de África, donde hay, ciertamente, riquezas minerales muy importantes. Si bien en nuestro país el 
desarrollo de la minería se ha visto muy limitado, porque durante trescientos o cuatrocientos años el objetivo 
principal fue limitarse a la explotación de la riqueza ganadera o derivada de la producción agrícola, ahora se 
ha llevado adelante una investigación y se ha logrado una producción minera importante. En ese sentido, por 
ejemplo, el año pasado Uruguay exportó oro por US$ 50:000.000. 


También tengo información -después el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería la confirmará, o 
no- de que en Minas de Corrales se encontraron dos tubos que contienen material diamantífero; no son 
diamantes puros, sino material diamantífero. La formación geológica donde aparece este material se 
denomina tubo. Este hallazgo es muy importante desde el punto de vista su valor como producto mineral. Si 
bien cuando uno habla de diamantes piensa en joyas, pero no es solo eso sino el uso industrial que tiene este 
mineral, que es de primer nivel, en varias facetas de su desarrollo. Por supuesto, toda la información que se 
obtenga al respecto debe ser confidencial porque si a través del Gobierno se difunde "urbi et orbi", otros se 
pueden apropiar de la información y utilizarla en perjuicio del Estado. Esto no quiere decir que los órganos 
del Estado no sean informados; lo serán, siempre y cuando corresponda, de acuerdo con las disposiciones 
legales y constitucionales. En mi opinión, la confidencialidad implica no publicar la información, si existiera 
este tipo de descubrimientos, para que la conozcan todos. Por ejemplo, ¿es confidencial la elaboración de una 
droga por los grandes laboratorios internacionales? Sí, es confidencial. Ellos la tienen, la dominan y la 
entregan procesada a cambio de una determinada cantidad de dinero. Aquí lo confidencial quiere decir 
reservar la información de tal forma que aquello que sea de utilidad para el Estado uruguayo sea utilizado por 
el Estado uruguayo, y aquello que sea de utilidad para el Estado venezolano sea utilizado por el Estado 
venezolano. 


Nosotros tenemos buenas relaciones con el Estado venezolano; es cierto que hemos suscrito unos cuantos 
convenios, y estamos tratando de instrumentarlos y realizarlos. Ello no impide que también tengamos las 
mejores relaciones con el resto de los países del mundo. No tenemos ningún conflicto, solo hay algún 
pequeño diferendo sobre la margen del Río Uruguay y que se va a dilucidar esta semana. 


Las otras preguntas que son de carácter más técnico las responderá el ingeniero Ponce de León. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Es un gusto estar en la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes. 


Si ustedes me permiten, quisiera dar a este tema, sobre todo, un marco contextual. Cuando por la 
correspondiente Resolución del Poder Ejecutivo, pasó a nuestro Ministerio la responsabilidad sobre el tema 
de telecomunicaciones -que, como todos sabemos, estaba en la órbita del Ministerio de Defensa Nacional-, 
uno de los activos con que nos encontramos y que el país potencialmente podía realizar, eran las 
tramitaciones hechas en relación a lo que inicialmente fueron seis bandas satelitales, que luego se 
condensaron en estas dos: 75,5" y 78. 


El tema es que en la Unión Internacional de Telecomunicaciones, las posiciones geoestacionarias son 
posiciones que, por razones simplemente de física, se ubican en un mismo plano, a una determinada distancia 


de la Tierra, para rotar en forma permanente y estable, sincronizadas con la rotación de la Tierra. Es un área 
del espacio absolutamente delimitada y acotada, y aunque uno puede decir que en términos de kilómetros es 
enorme, no lo es tanto por el hecho de que en la comunicación con emisiones y ondas electromagnéticas se 
produce una gran cantidad de interferencias y, por ende, es necesario que haya distancias que, esencialmente, 
se miden en grados. De los 360* de la órbita, hay una cierta distribución con distancias mínimas para que eso 
pueda ser admisible. 


Hay dos tipos de órbitas; hay algunas a las que tiene derecho automáticamente cada país, pero con la 
condición de que ese derecho sea para iluminar exclusivamente su territorio. Aunque uno tenga un derecho 
muy fuerte a instalar un satélite, las condiciones técnicas de que solo puede iluminar nuestro territorio el haz 
de ondas que de allí se emita, limita enormemente las posibilidades económicas, las posibilidades fácticas. 
Por supuesto, es radicalmente diferente para un país con las dimensiones de Brasil, o de Canadá, que para 
Uruguay, o Bélgica. Acá hay un tema de tamaño y de posibilidades. 


Hay otro tipo de órbitas geoestacionarias que pueden solicitarse, ubicadas en diferentes lugares y buscando 
cubrir determinadas áreas más amplias. Este trabajo es el que pacientemente se hizo; aquí hay continuidad en 
la labor del Estado y técnicos especializados que han trabajado en estos temas y algunos lo siguen haciendo. 
Es un trámite que tiene los primeros hitos en los años 1998 y 1999, 


Esta autorización de la UIT refiere no solo a qué lugar cubrir; además del lugar, hay determinadas bandas que 
están, o no, autorizadas. Hay distintos tipos de bandas reservadas del espectro. Reitero que hay un único 
espectro; así como hay una zona para televisión abierta, otra para radiocomunicación, otra para celulares, el 
espectro está delimitado. Hay algunas bandas para comunicaciones satelitales. Uno puede tener un satélite 
autorizado por la Unión Internacional para emitir en tal banda y cubriendo tal área o, como se dice en la jerga 
típica, iluminando tal área del territorio. Para concretar esta autorización, además, lo primero que hace la UIT 
frente a un pedido es ver con qué otros satélites pueden eventualmente establecerse interferencias. En el 
repartido hay un conjunto de países con los cuales es necesario coordinar para culminar una eventual 
instalación satelital. Hay media docena de países, como habrán visto. Cuando un país pide una ubicación, de 
repente, tiene que coordinar con veintidós países o con cuatro y, según con quiénes, debe coordinar de una 
manera que puede resultar más o menos limitativa, conociendo simplemente los actores y las órbitas 
satelitales en las que están operando. Esa fue la razón por la cual a cierta altura se pasó de seis a dos bandas, 
restringiendo costos, y concentrándonos en las dos posiciones que tenían menores choques de coordinación, 
mejores posibilidades de espectro y razonable capacidad de iluminación. Pero luego hay que concretar el uso 
de la autorización, porque para este tipo de autorizaciones hay una fila temporal y ordenada de pedidos que 
se respeta escrupulosamente y que solo los pueden hacer países y no empresas; solo los países pueden ser los 
titulares de estas órbitas. Entonces, hay otros países esperando y, si dentro de los plazos no se hace uso de la 
correspondiente autorización, corresponde al país siguiente. 


Francamente, no nos hemos dedicado a seguir cuáles fueron los antecedentes de Venezuela en este tema, pero 
sabemos que ha hecho pedidos y como país está más atrás en la lista. Entonces, este acuerdo permite a 
Venezuela, esencialmente, acelerar el proceso, acceder antes a condiciones para las cuales tendría que esperar 
más tiempo. 


Para Uruguay estas dos órbitas son una posibilidad pero, como bien decía el Canciller, los costos asociados a 
pretender resolver esto solo como país simplemente están fuera de la escala de costos que puede encarar el 
Estado y los inversores uruguayos. 


Como se dice en el Mensaje que acompaña el proyecto de ley -tengo los dos contratos suscritos como para 
aclarar lo que se desee-, el Estado uruguayo, en sucesivos Gobiernos, a pedido de inversores privados, ante 
sus ofertas, ya firmó dos contratos con condiciones genéricas -ahora me voy a detener en alguna en 
particular- y ninguna de las dos empresas logró cumplir con los compromisos y poner en órbita algún satélite. 
¿Qué ventaja obtenía Uruguay de que una empresa -cualquiera de las dos; no hay por qué nombrar a ninguna- 
lograra este cometido? Yo diría que obtenía dos ventajas. Podía tener acceso, a través de tareas de control, a 
aspectos de tecnología -al respecto, Uruguay tiene muy poca cosa, la estación terrena de Manga y algo más- y 
a algún ancho de banda disponible para actividades de tipo gubernamental, para que no colida con las 
típicamente comerciales que son el objetivo principal del inversor. 


En ese marco apareció la preocupación de Venezuela, y se firma este acuerdo, que tiene un conjunto de 
condiciones beneficiosas y mejores que los anteriores. Nos permite que una de estas órbitas pueda no caer y 


pueda rendir al país en algunas de las zonas a las que nos referíamos. Inclusive, nuestra principal 
preocupación hoy no es tanto la 78” -que esperamos que avance- sino la 75,5%, a la que aludió el Canciller 
hablando de las complejidades. 


Hemos mantenido conversaciones con importantes empresas e inversores con respaldo de sus Gobiernos, 
pero no logramos concretar nada, salvo que Uruguay empiece a pagar. Si nuestro país comienza a pagar todo 
marcha, pero la pregunta es qué posibilidades tenemos de ponernos a pagar aunque sea para colocar uno de 
esos satélites a los que llamamos "chatarra", que están en órbita y fuera de servicio, pero todavía con algún 
remanente. Si uno los coloca en esas posiciones, ya queda reservada la banda porque tiene algo emitiendo, 
aunque emita pocas horas y sin mayor utilidad. Ahora, por supuesto que llevar remanentes de satélites a esa 
posición cuesta mucho dinero; estamos hablando de muchos millones de dólares. Entonces, creo que 
Uruguay tiene que hacer el esfuerzo por sacar de aquí utilidades. 


Se hizo una pregunta que a mí me importa señalar. El ancho de banda global que puede estar involucrado en 
este satélite es cercano a los 1.000 megahertz. Supongamos que se trata de 800 megahertz -como mínimo-: el 
10% sería 80 megahertz. Importa decir que por primera vez tenemos el derecho a un porcentaje de todo el 
espectro que se desarrolle. En esto hay desarrollos técnicos, posibilidades y avances y en ese sentido existe 
una diferencia con los casos anteriores. Estamos hablando, entonces, de por lo menos 80 megahertz. 


En las primeras concesiones que se resolvieron a favor de la Corporación Funcional de Comunicaciones - 
estamos hablando de la Resolución del Poder Ejecutivo de 19 de octubre de 1999-, junto con el otorgamiento 
de las posibilidades que daba la órbita, se aceptaba el ofrecimiento gratuito destinado a la transmisión de 
señales digitales de voz, datos y vídeo de hasta un máximo de 12 megahertz de ancho de banda. 
Probablemente eso correspondiera a la época; pero ese era el valor. En tanto, en la resolución más reciente 
con la empresa FONECOM de abril de 2001, se establece nuevamente la utilización del recurso satelital de 
señales digitales de voz, datos y vídeo de 72 megahertz. De manera que no es cierto que estemos en menos; 
por el contrario, estamos en más: no cabe ninguna duda de ello. 


Ahora bien; mucho más importante que esa diferencia de magahahertzios es el establecimiento de una línea 
de investigación conjunta que contemple la formación de recursos humanos y las facilidades para la 
capacitación, etcétera. Aquí el Gobierno está haciendo una fuerte apuesta diciendo: "En este, como en otros 
campos, convirtamos todo aquello que podamos en capacitación, investigación, innovación, desarrollo y 
posibilidades de acceso en materia tecnológica a nuevas áreas". Es más; en cuanto a la órbita que resta, la de 
75,5", en todas las conversaciones hacemos hincapié en que la contrapartida que nos interesa es tecnología, 
porque estamos absolutamente convencidos de que, más que por ningún otro lado, por ahí va el futuro de la 
apuesta que debe hacer Uruguay. 


Reitero que se pueden explicar las distintas facetas de cada uno de los acuerdos, y también de este último, 
pero entre lo que ha respondido directamente el Canciller y el complemento que acabo de hacer, creo que 
más o menos hemos cubierto las preocupaciones que se han planteado; por supuesto que estamos a las 
órdenes para contestar cualquier pregunta. 


SEÑOR TROBO.- Hay algunas preguntas que no se han respondido; por lo menos, a mi juicio. 
Decirme que el satélite no puede afectar a Estados Unidos es responder a una pregunta que yo no hice; 
me parece que eso no está a la altura de mi inteligencia: no comprendo qué se me quiso decir con eso. 
Yo quiero saber si este satélite se puede usar con fines militares y si esos fines -la pregunta es a la 
Cancillería- pueden estar vinculados a la información de inteligencia que derive en acciones militares 
que vayan en contra del mantenimiento de la paz. Esa es nuestra preocupación. Está claro que se va a 
transmitir información; pero yo quiero saber si Uruguay tiene la seguridad, por este contrato, este 
acuerdo, de que Venezuela no va a usar este satélite con fines militares, eventualmente, para afectar la 
paz. Esa es la preocupación que tenemos y no me basta con confiar en lo que Venezuela me puede decir. 
Yo creo que Uruguay debe asegurarse de que eso sea así. 


Por otra parte, yendo al aspecto técnico propiamente dicho de la relación con la UTT, Uruguay tiene que hacer 
coordinaciones con varios países y entre ellos está Estados Unidos. Según nos dijo el señor Lev, cuando 
estuvo en este ámbito, Uruguay tiene que coordinar con Argentina, Bielorrusia, Brasil, Canadá, Colombia, 
Cuba, Dinamarca, Estados Unidos de América, Francia, Holanda, India, Indonesia, Luxemburgo, Malasia, 
México y el Reino Unido, obviamente, en los efectos de ubicar en la posición orbital el satélite 


geoestacionario, porque la posición no es geoestacionaria, sino orbital: el satélite es geoestacionario. Se nos 
dijo dos o tres veces que la posición era geoestacionaria, pero no es así. Entonces, queremos saber si esto se 
puede utilizar con fines militares y si Uruguay tiene resguardo en el sentido que esa utilización sea con fines 
pacíficos: ¿dónde está? ¿Cuál es la garantía? Si está incluida en el acuerdo, nosotros no la vemos; entonces, 
que se nos diga dónde está. 


Asimismo, preguntamos cuál es la bandera del satélite, porque cuando se concedían las autorizaciones 
anteriores, el satélite tenía bandera uruguaya. Queremos saber si acá vamos a tener un satélite de bandera 
venezolana, utilizando una posición orbital uruguaya, de la que es responsable nuestro país. Uruguay tiene 
que coordinar con los otros países para que Venezuela ponga un satélite de su bandera; para nosotros, esta 
cuestión es muy importante. 


Queremos saber algo que no se nos ha respondido: ¿por qué razón no se ha puesto dentro de la cláusula de la 
resolución de controversias la eventualidad de un arbitraje? Y también queremos saber por qué no se ha 
incluido una cláusula -que habitualmente figura en este tipo de acuerdos para autorizar a terceros a poner 
satélites en posiciones orbitales concedidas a un país- que establezca que el incumplimiento de alguno de los 
términos del acuerdo puede significar la caducidad de la utilización de la posición orbital. Señor Presidente: 
no he escuchado que estas preguntas hayan sido respondidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quisiera plantear que tal como nos lo ha manifestado, el señor 
Ministro debe retirarse a la hora 13 y hay tres temas importantes para considerar. Yo no estoy 
cuestionando que, si alguna inquietud no quedó contestada, se pase a repreguntar. Ahora bien; todos 
tenemos claro -no quiero ofender la inteligencia de nadie; este no es un llamado a Sala, ni mucho 
menos- que es preciso evitar el diálogo, más allá de las inquietudes vocacionales de cada uno por 
ciertos temas para que se pueda arrojar la mayor claridad o oscuridad -cada uno hará su 
interpretación- en las respuestas. Entonces, quisiera aprovechar un momento de cierta normalidad en 
la reunión para no intervenir en caso de que esto se apartara del camino; por eso, quisiera alertar a 
todos en ese sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Con relación a que se entiende que algunas 
preguntas no han sido contestadas, quiero decir lo siguiente. La voluntad de la República Oriental del 
Uruguay es usar esto en beneficio de los adelantos técnicos para la investigación, para el 
funcionamiento de nuestra sociedad. Eso está expresamente dicho en el texto del acuerdo, en el sentido 
de que la investigación será llevada a cabo conjuntamente por la República de Venezuela y el Uruguay, 
en nuestro caso, a través de la Universidad de la República. Y en cuanto a la ejecución del acuerdo, se 
designan por parte de la República Bolivariana de Venezuela al Ministerio de Ciencia y Tecnología y 
por la República Oriental del Uruguay al Ministerio de Industria, Energía y Minería y a la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones. En cuanto a las formas como se va a utilizar el satélite, 
esto está reglado por Unión Internacional de Telecomunicaciones. 


El artículo 2” del Acuerdo establece que el satélite será exclusivamente para tráfico de telecomunicaciones de 
carácter gubernamental, que debe funcionar de acuerdo a las características técnicas y reglamentarias que se 
coordinen y registren ante la Unión Internacional de Telecomunicaciones. Quiere decir que si en el Acuerdo 
se incorporara una disposición que autorizara la utilización para fines bélicos, la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones lo vetará y lo prohibirá. 


SEÑOR TROBO.- Eso no tiene que ver. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- A mi entender, el texto es claro. Por 
supuesto, cada uno interpreta en la medida en que puede; yo lo hago dentro de las posibilidades que la 
naturaleza me dio. 


Quiero agregar un aspecto que me parece debe tenerse presente. Esto es un acuerdo, por lo que Uruguay 
podría denunciarlo con seis meses de antelación y dejarlo sin efecto, tal como lo establece el artículo 16. Lo 
debe resolver diplomáticamente, ¡claro! Es decir, si se cometen actos que desconozcan la naturaleza del 
Acuerdo y que induzcan a pensar a Uruguay que no le conviene mantenerlo, lo puede denunciar, como se 
hace en el caso de todos los acuerdos, lo que además está reglado. 


Creo que las preocupaciones son lícitas; todo esto hay que analizarlo con mucho cuidado. Pienso que al 
reglamentarse la ejecución de este Acuerdo, se despejarán muchas más dudas, porque se establecerá qué se 
hará con el satélite, qué se comunicará a la Unión Internacional de Telecomunicaciones, etcétera. Así 
quedarán despejadas en el papel algunas cosas, porque un acuerdo, por ser de carácter general y, por ende, 
restringido en las cuestiones que trata, no puede incluir todo. Pienso que cuando se reglamente y se ejecute 
este Acuerdo, tendremos esa posibilidad. 


Me parece que lo que decía el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería tiene mucha importancia. 
Uruguay tiene posibilidades humanas de desarrollar importantes avances en materia tecnológica, pero no 
cuenta con recursos. En general, esos recursos humanos, como se sabrá, emigran del país porque no tienen a 
su alcance los recursos técnicos para seguir sus investigaciones. Este Acuerdo podría permitir que en un área 
muy importante, y diría sofisticada de la investigación, se avance. Este país formó con sus recursos durante 
cuarenta años una gran cantidad de técnicos que seguramente tendrán la posibilidad de desarrollar sus 
aptitudes acá, y este proyecto podría ayudarlos. 


De modo que a mi entender las preguntas están respondidas. 


SEÑOR TROBO.- No quiero insistir; simplemente quiero dejar constancia que las preguntas no están 
respondidas. Pregunté cuál era la bandera del satélite, y no se me respondió. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Yo contesté que la posición georbital 
pertenece a Uruguay, por lo que la bandera es uruguaya. El satélite no va a ser uruguayo... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


——¡ Claro que sí!, porque la posición georbital o geoestacionaria o como se quiera llamar -el señor 
Subsecretario podrá explicar las distinciones- pertenece a Uruguay. Por eso hace el Acuerdo y concede esta 
oportunidad para que Venezuela pueda invertir. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quiero explicar con otras 
palabras el mismo concepto. 


Ante la Unión Internacional de Telecomunicaciones el titular de estos derechos era, es y seguirá siendo 
Uruguay. Por lo tanto, el único que puede dirigir comunicaciones a la UIT sobre este tema es Uruguay. ¿Se 
dan cuenta la fuerza que da eso a todos los efectos futuros? 


En este Acuerdo no se establece una sustitución de derechos ante la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones de un país a otro; Uruguay mantiene sus derechos, su posición, su bandera y su derecho 
absoluto. Va a ser un satélite uruguayo... 

Vamos a entendernos: la mayoría de los satélites del mundo están en manos de empresas privadas. Una cosa 
es la propiedad del satélite y otra, a qué país corresponde la bandera de esa posición y quién es el titular del 
derecho. Siempre son países, y la empresa tendrá un nombre y será la propietaria del satélite, pero hay un 
país que es el titular frente a la UIT. 


El titular de este satélite ante la UIT era, es y en este convenio se ha cuidado que siga siendo Uruguay. 


SEÑOR TROBO.- Ahora me queda menos claro, porque el propio Canciller incurre en contradicciones 
con el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería. 


El artículo 1” del proyecto habla de un satélite de comunicaciones venezolano... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ese es el cargo. 


SEÑOR TROBO.- No tiene por qué explicármelo usted, señor Presidente. 


El artículo 1” habla de un satélite de comunicaciones venezolano en el Recurso Satelital Orbital Espectro que 
ha solicitado Uruguay. Esto no es poco importante, porque las autorizaciones anteriores que Uruguay 
concedió eran para satélites de bandera uruguaya, y podemos afirmar que, en este caso, se tratará de un 
satélite de bandera venezolana. 


Francamente, en un tema muy delicado como la eventualidad de que este satélite tenga un uso gubernamental 
militar con fines no pacíficos -porque lo militar no tiene que ser necesariamente no pacífico; Uruguay es un 
país pacífico y tiene Fuerzas Armadas y organización militar-, quiero que se me explique cómo Uruguay se 
garantiza que Venezuela no lo va a utilizar con fines militares. La respuesta no puede ser que la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones impedirá que ello sea así, porque este organismo no tiene nada que ver 
con este asunto. Es más, si fuera así, ningún Estado con potencial bélico y que esté preparado 
permanentemente para la guerra podría utilizar sus satélites para información de inteligencia que tiene por 
objetivo desarrollar acciones militares. Es decir, espero que se trate de una respuesta respetuosa, pero su 
contenido no me aclara absolutamente nada. 


Quiero saber, en este Acuerdo que votará el Parlamento -porque somos nosotros quienes debemos autorizar al 
Gobierno uruguayo a acordar con el Gobierno venezolano-, cómo se asegurará esa cuestión que para nosotros 
es crucial y, si eso no ocurriera, cómo se resolvería el problema, porque el proyecto de ley puede tener una 
cláusula que establezca una condición que también condicione al Gobierno uruguayo. 


Es un tema muy delicado, porque se trata de utilización gubernamental y militar. Si se utiliza el satélite con 
fines no pacíficos, ¿qué garantías tiene Uruguay de que eso no ocurra? ¿Uruguay ha establecido esto en el 
Acuerdo? ¿Está dispuesto a establecerlo como condición para conceder definitivamente la autorización y 
hacer las coordinaciones necesarias? Estas son mis preguntas, señor Presidente. 


SEÑOR SEMPRONI.- No iba a formular preguntas, y no haré uso de la palabra. Pedí la palabra 
tentado de polemizar con algunas preguntas planteadas, pero me parece que eso no corresponde en 
presencia de la delegación y tenemos que dejarlo para la instancia en que debata la Comisión. 


Por consiguiente, no haré uso de la palabra. 
SEÑORA CHARLONE.- También me anima el espíritu del señor Diputado Semproni. 


Indudablemente, cualquiera de nosotros tiene derecho a tener y enfatizar sus temores particulares, y sentirse 
más o menos conforme o no con las explicaciones, pero las respuestas se dieron; luego cada uno evaluará el 
grado de satisfacción que le producen. Ya que se ha contestado de acuerdo con el planteo del Gobierno, 
sugiero que las inquietudes y las evaluaciones de los distintos señores legisladores se expongan en el debate 
que seguramente daremos en Comisión y en Cámara y que avancemos en el orden del día. En el 
funcionamiento de la Comisión reiteradamente se produce un ping pong entre los invitados y los señores 
Diputados, entrando en una discusión sin límites en temas sobre los que ya todos tienen posiciones tomadas y 
es difícil que se logren acuerdos. Me parece que seguir por la vía de la discusión no tiene sentido. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Coincido con el señor Diputado Semproni y con la señora Diputada 
Charlone en cuanto al estilo de la discusión. 


Queremos decir simplemente que la Unión Internacional de las Telecomunicaciones es un organismo 
especializado de las Naciones Unidas y en esta materia -por supuesto que cuando entremos en la discusión lo 
vamos a manifestar- los principios generales que se aplican son los del Derecho Internacional, es decir, la 
solución pacífica de las controversias, la cooperación entre los Estados, así como las reglas sobre abuso de 
derecho, buena vecindad y responsabilidad internacional. Ese es el clima que impera en la Unión 
Internacional de las Telecomunicaciones que, como ya he dicho, es un organismo especializado de Naciones 
Unidas. 


Es oportuno decir que históricamente no se han verificado en la UIT problemas bélicos o guerras entre los 
países asociados que funcionan con los permisos que administra este organismo. No es menor el hecho de 
que hace pocos días -lo digo para aventar cualquier problema que tenga algún legislador: ni Uruguay ni 
Venezuela van a participar en una guerra galáctica-, precisamente el jueves 19 de octubre de 2006, "El 


Observador Económico" publicara un título bastante particular pero muy sintomático. Estos Estados 
latinoamericanos, como el nuestro o como Venezuela, no están en este tema para hacer carrera bélica. Sin 
embargo, otros países, que son los poderosos, sí lo pueden hacer y pueden emitir este tipo de titulares: "El 
espacio es solo para los amigos de Estados Unidos", como dice "El Observador Económico". Nosotros 
estamos muy alejados de esto, y por eso hemos confiado en la acertada y afinada información que nos han 
proporcionado los avezados visitantes. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Hace unos meses estuve en Venezuela y una de las actividades 
que se desarrolló fue un gigantesco desfile militar. Así que ante eso de que Venezuela toma los temas 
con una mirada más bien pacifista, me permito por lo menos insinuar algún nivel de preocupación o 
inquietud. Es más: en esa misma jornada se había realizado la compra de unas armas Kalashnikov y 
estaba el General Kalashnikov y aquello era algo absolutamente espeluznante. Estuve no menos de tres 
o cuatro horas viendo lo que era un desfile militar importante. 


Digo esto porque el planteo del señor Diputado Trobo me parece que busca algo en lo que creo todos los que 
estamos aquí presentes coincidimos; lo que pasa es que hay que verbalizarlo y aterrizarlo. No creo que la 
matriz de los acuerdos de la Unión Internacional de las Telecomunicaciones inhiba a que los Estados que 
firman un tratado de carácter internacional insistan sobre estos temas. La Unión Internacional de las 
Telecomunicaciones establece matrices en materia de acuerdos o convenios. De ahí a que las partes no tengan 
la libertad de consagrar algún tema de orden o de preocupación, es otra cosa; me temo que no es cierto. Lo 
digo como abogado porque sé que existe esa libertad de rango bilateral entre las partes que establecen un 
acuerdo de la naturaleza que sea. Yo creo que por ahí va el asunto, y dejo la reflexión. 


El señor Canciller nos plantea que en la reglamentación algo puede haber. La reglamentación no me da 
tranquilidad porque no tiene la fuerza de la ley, la fuerza de un tratado, y me parece que por allí habría que 
insistir. Si efectivamente estamos todos en la misma, en el sentido de que no queremos que estos 
instrumentos se utilicen de otra forma, no estaría mal dejarlo por escrito y consagrar esa reflexión, esa 
voluntad del Uruguay, porque no estamos hablando de un socio que sea Sor Juana Inés de la Cruz. Lo que vi, 
lo vi; vi un país que tiene una carrera armamentista fenomenal, que invierte en estos temas y que no siempre, 
por lo que uno oye y verbaliza el Presidente Chávez, las cosas son como uno desearía. Como más vale 
curarse en salud, antes de que en el futuro eventualmente pueda darse una mala utilización de algo en lo que 
tenemos arte y parte, parece sencillo insistir en ese asunto. Capaz que no se quiere sensibilizar al Presidente 
Chávez o generar algún nivel de rispidez; esa puede ser una epidermis que no es la mía. 


Yo creo que en estas cosas, cuando se trata de la visión pacifista del Uruguay, de la visión internacional, hay 
que ser absolutamente claro y contundente. Y bueno, si tenemos que gastar tiempo, gastémoslo, porque son 
los temas con los que hoy o mañana nos podemos estar agarrando la cabeza. Si podemos tomar todos los 
recaudos del caso, si efectivamente estamos todos en la misma -como creo-, no está mal poner algún tipo de 
reflexión en torno a este Acuerdo. Me parece que sería importante para todos; por lo menos, todos 
dormiríamos un poquito más tranquilos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar al segundo punto del orden del día, ya que se están dejando 
constancias de algunas cosas que se vivieron en el mundo, yo no recorrí mucho pero hace poco vi una 
cosa desde el punto de vista militar que también me impresionó, y en horas creo que no le iba en zaga. 
En México, cuando El Grito, también hubo un desplazamiento y según me decían los mexicanos en ese 
momento había ocurrido un desastre natural en Chiapas y habían mandado un porcentaje menor de 
los efectivos. Entonces, aquí hay cuestiones que respeto. Cuando se nombra un país cualquiera, no hay 
ningún resorte que salte, pero cuando hablamos de Venezuela, aparece la "psico-Chávez". 


Nosotros no estamos haciendo acuerdos con un gobierno o con un Presidente, sino con países, con Estados. 
Venezuela es un Estado y mañana el pueblo dirá si mantiene a ese Presidente o si quiere a otro, lo que es 
parte de la democracia. 


Acerca del planteo de incorporar ciertos aditivos -camino que hemos recorrido con poco éxito en el pasado o 
con algún éxito remoto-, creo que hay que tener la precaución de no adjudicar a otros Estados intenciones 
que de repente no tienen, lo que puede terminar en una cuestión diplomática que nos complique. Si nosotros 
establecemos "Queremos que usted utilice así tal cosa", estamos prejuzgando que exista tal posibilidad, 


cuando a los privados, que tienen la misma posibilidad de usar las cosas malamente y por razones mercantiles 
-todos sabemos que en la guerra hay mercenarios, hay quienes viven de esa profesión-, no les hemos 
impuesto esa cláusula. 


El señor Ministro ha sido claro: tenemos seis meses para denunciar un acuerdo cuando entendamos que este 
no está cumpliendo los propósitos que se establecen. Entonces, entiendo las precauciones, pero agrego para 
tranquilidad de todos, que la llave maestra de la utilización de esto la tiene nuestro país. Nuestro país no ha 
cambiado ni cambiará su conducta -que es patrimonio de todos y no de algún partido en particular- de 
relacionamiento pacífico con el mundo. 


SEÑOR SEMPRONL.- Antes dije que no quería intervenir porque pensaba que esto tenía que tomar 
otro giro que no es el que estamos transitando, pero no puedo dejar de señalar dos cosas. 


En primer lugar, por lo poco que conozco del tema, sé que la mayoría de las empresas que explotaban esto 
eran privadas y no conozco ningún convenio que dijera que no se podía utilizar la información para fines 
belicistas. Tampoco dudo de que si alguna de esas empresas hubiera querido vender o comercializar con ese 
fin, lo hubiera hecho sin ninguna limitación. Esto no quiere decir que yo esté descartando lo que se está 
sugiriendo, que será tema de debate en la Comisión y posteriormente en la Cámara. 


En segundo término, hace muy pocos días, como integrante de la Comisión de Defensa Nacional participé en 
las maniobras "Atlas Sur" realizadas por las Armadas de Uruguay, Argentina, Brasil y Sudáfrica en aguas del 
Atlántico Sur. Las vivimos desde arriba de las naves, estuvimos embarcados cinco días, y no creo que nuestra 
Armada esté pensando en ninguna acción belicista contra nadie; sin embargo, esas maniobras se realizaron. 
Me parece que puede tener algo que ver con la sorpresa que causa a veces ver desfiles militares. Nosotros 
también nos estamos entrenando, pero no para utilizarlo sino simplemente para tener un buen grado de 
defensa. 


SEÑOR TROBO.- Nosotros vamos a presentar dos artículos aditivos al proyecto de ley que aprueba el 
Convenio. Uno de ellos, que sería el artículo 2”, dice: "A los Fines del presente acuerdo el tráfico de 
telecomunicaciones de carácter gubernamental se entenderá que tendrán exclusivamente fines 
pacíficos y no se podrá realizar con ellas actividades que contravengan las obligaciones que el Uruguay 
ha asumido a nivel internacional, ni que impliquen riesgos al país de incurrir en conflictos 
diplomáticos". Y el artículo 3” diría: "Lo dispuesto en el artículo 11 del Acuerdo no se entiende 
aplicable a lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución de la República". 


Se entenderá que lo que nosotros queremos es que el Parlamento obligue al Gobierno a poner en práctica esa 
voluntad que se ha manifestado que se tiene, de evitar que surjan conflictos por la utilización con otros fines 
que no sean los que el Uruguay persigue de un medio que ha conseguido y del que es responsable, según se 
nos ha dicho. 


Asimismo, como no hemos obtenido una clara respuesta sobre la confidencialidad de la información de todo 
el proyecto, no solamente de los aspectos técnicos -que, por supuesto, deben estar sometidos a 
confidencialidad-, nos parece que es conveniente que el Parlamento incluya en el proyecto de ley que 
aprueba el Convenio un artículo que exprese que esto no alcanza a la aplicación del artículo 118 de la 
Constitución, que es el instrumento de control que tiene el Parlamento sobre la actividad del Poder Ejecutivo. 
Esto no va a significar ningún obstáculo para el texto del Acuerdo que Uruguay firmó con Venezuela. No 
habrá que volver a negociar, pero sí será una demostración de voluntad política del Gobierno de tener 
condicionamientos que el Parlamento le pone, que no son extraordinarios sino absolutamente razonables para 
que en la ley se establezcan. 


Como se puede decir que en las leyes de aprobación de los acuerdos internacionales no se puede incluir 
absolutamente nada más que "apruébase el Acuerdo tal", cito brevemente que hay varios antecedentes. Uno 
de ellos, quizás el más notorio, que está en discusión hoy, fue cuando Uruguay firmó un acuerdo de 
cooperación tecnológica en materia de energía nuclear con la República de Canadá y el Parlamento incluyó, 
por iniciativa de algunos señores Representantes, un segundo artículo diciendo que la utilización de la 
energía nuclear en todo el territorio nacional solo podía ser realizada con fines pacíficos. Así que este es el 
antecedente y estos son los artículos aditivos que vamos a presentar para que la Comisión los considere. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo terminado la discusión de este punto, despedimos al señor 
Subsecretario de Industria, Energía y Minería y agradecemos su colaboración. 


(Se retira de Sala el señor Subsecretario de Industria, Energía y Minería) 


———=El próximo tema es el Parlamento del MERCOSUR. 


SEÑOR TROBO.- La Comisión tiene a estudio el proyecto de Protocolo del Parlamento del 
MERCOSUR, debe realizar un informe y es muy importante conocer la opinión del Ministerio de 
Relaciones Exteriores sobre la conveniencia de tomar esta decisión en estos momentos, en el marco de 
una situación que, francamente, es muy deficitaria en materia institucional. Los resultados de ello 
están a la vista con la dificultad para resolver infinidad de conflictos en materia comercial y política 
entre los socios. Precisamente, es de nuestro interés conocer la opinión del Ministro acerca de la 
necesidad de que este tema se resuelva en términos breves, y por eso lo hemos incluido en la 
convocatoria. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- No escapa a nadie que los Partidos aquí presentes se han 
expresado en la otra Cámara y supongo que hay una postura coincidente, que no habrá ningún tipo de 
discrepancia. Lo que no es coincidente es la secuencia de acontecimientos. 


Me pregunto y le pregunto a la Cancillería si los últimos acontecimientos que se están viviendo con 
Argentina inciden, de alguna manera, en la insistente vocación del Gobierno en la construcción del 
Parlamento del MERCOSUR, o si efectivamente esa circunstancia del diferendo que tenemos con Argentina 
no implica ningún grado de afectación al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El Poder Ejecutivo, naturalmente, es 
partidario de la aprobación rápida de este proyecto de ley por el que se aprueba la creación del 
Parlamento del MERCOSUR porque tenemos una fecha acordada con los restantes países para 
ponerlo en ejecución, que es el 31 de diciembre de este año. De modo que para darnos la tranquilidad 
de que podemos preparar a nuestros delegados ante el grupo Mercado Común y ante el Consejo del 
Mercado Común, sería importante que el proyecto fuera aprobado rápidamente. 


Voy a hacer algunas consideraciones generales y después me voy a someter a alguna pregunta, porque no voy 
a tratar artículo por artículo de un texto que ustedes conocen tan bien como yo, o mejor. 


En primer lugar, la creación del Parlamento del MERCOSUR es el desarrollo de una idea que estuvo en la 
matriz de la creación del propio MERCOSUR. Afortunadamente, yo era legislador en el momento en que el 
Tratado de Asunción se votó, intervine en su análisis durante mucho tiempo, y fui uno de quienes tuvieron la 
preocupación de que se incluyera el artículo 24, que creó la comisión Parlamentaria del MERCOSUR. Fui 
integrante de ella durante siete años, y ya en sus discusiones y al observar el resultado poco efectivo de sus 
recomendaciones comenzó a explorar las posibilidades de un mecanismo que le diera mayor incidencia en la 
vida del proceso de integración. 


Los procesos de integración económicos son, además, de tipo político y social. La Unión Europea comenzó 
siendo el acuerdo de tres países sobre la explotación del carbón y del acero y hoy tiene 25 integrantes. 
Discute, inclusive, las posibilidades de determinados ciudadanos de algunos países, de ingresar el 1” de enero 
a realizar determinadas tareas en otros países. Ha tenido infinidad de conflictos internos, más de 20 o 30 por 
año, debido a dificultades económicas entre los países para ir acompasando lo que es hoy una gran creación, 
porque la Unión Europea es, desde el punto de vista político, una gran creación en la cual participan 
centenares de millones de personas, a esta altura, más de cuatrocientos millones, con un potencial económico, 
social y político y con libertades garantizadas por el propio proceso de integración. Uno de los grandes 
avances que ha tenido el proceso de integración en América del Sur -especialmente en el MERCOSUR- es 
que entre los protocolos que se han votado, se encuentra el de Ushuaia, que establece la cláusula democrática 
que garantiza que no se podrá pertenecer al área del Mercado Común del Sur si se violentan las libertades 
democráticas y si se rompe el funcionamiento del sistema democrático en cualquiera de los países. 


Es decir que lo que hace el proyecto de ley es aprobar la creación de un Parlamento que, además, tiene etapas 
y reconoce las dificultades que hay para conseguir que la ciudadanía tenga una representación plena y pueda 

incidir, como lo hace actualmente el Parlamento europeo, que aprueba el presupuesto y tiene Comisarios que 
se relacionan con terceros espacios económicos. 


Hace una semana estuvo aquí Benita Ferrero, Secretaria de Comercio y Relaciones Exteriores de la Unión 
Europea, quien firmó convenios con nosotros. Es decir que el comisariado ha alcanzado un grado de 
representación, pero también el Parlamento, que empezó siendo -como lo ha sido nuestra Comisión 
Parlamentaria del MERCOSUR- testimonial, de vigilancia y demás, haciendo algo similar a lo que hacían el 
Grupo Mercado Común o el Consejo de Mercado Común. Creo que al aprobar las normas que aquí se 
establecen se acerca el proceso de integración a la ciudadanía. 


Asimismo, creo que hay que tener en cuenta el papel que se cumple al expandir las garantías de 
funcionamiento de instituciones como esta, porque el mundo de hoy tiene grandes espacios económicos y 
políticos. Nosotros, a nivel del MERCOSUR, y más allá de él, tenemos coincidencias muy grandes en cuanto 
a que hay que profundizar reequilibrios en el mundo que rechacen las tesis de la acción unilateral en materia 
de declaración de la guerra, o que no compartan las declaraciones de las guerras preventivas, que tantas 
desgraciadas consecuencias han traído. 


El Consejo Superior Médico, junto con el Instituto Tecnológico de Massachusetts, dice que en los últimos 
conflictos que se han desatado a raíz de estas guerras preventivas, han fallecido más de seiscientas cincuenta 
mil personas en los últimos cuatro años, casi el triple de las que mató la bomba que cayó sobre Hiroshima. 
Digo esto para hacer comparaciones. Los Gobiernos civiles de los países atacados han dicho que para ellos 
son ciento cincuenta mil los muertos, es decir, que hay una diferencia de números, pero que hace ver la 
tragedia de la desunión. Sin embargo nosotros, pensando en forma conjunta en el MERCOSUR con otros 
países, podemos incidir en el mundo para garantizar que las organizaciones que observan o pretenden hacer 
observar el Derecho internacional, como la Organización de Naciones Unidas -su Consejo de Seguridad y su 
Asamblea General-, tengan cada vez más autoridad. 


A continuación, quisiera referirme a algo que se ha planteado aquí. Dentro del MERCOSUR, efectivamente, 
tenemos dificultades económicas, algunas de las cuales se deben a que los socios no cumplen con las normas 
o acuerdos establecidos, ya sea por acciones corporativas o por acciones de carácter estatal. Debemos tener 
en cuenta que nosotros asumimos obligaciones que todavía no hemos podido cumplir por dificultades 
económicas. Me refiero a los pasos de frontera que tenemos que controlar pero que no hemos podido 
construir porque no ha habido recursos para ello. Estos pasos de frontera son una garantía para que la 
circulación de mercadería a través de ellos sea muy importante. 


También quiero decir que muchas de las dificultades que se han dado están derivadas de las crisis 
económicas vividas en la región. No hay que olvidar que a fines de 1998 se desmintió que iba a haber una 
devaluación en Brasil; el Gobierno del profesor Fernando Henrique Cardoso mandó a su Ministro Malán a 
pasarnos un videocasete en el que se describía que la conducta sería la de no devaluar para no crear 
dificultades a sus socios, pero quince días después devaluaron un 100% y sacaron de la competitividad al 
grueso de los exportadores uruguayos. Dos años y medio más tarde se desató la crisis en la República 
Argentina y se terminó con la convertibilidad; en ese momento se produce un "default" que barre con todo el 
sistema financiero, el cual crea condiciones para que se produzca en la región y en Uruguay -no solo por las 
causas argentinas, sino también por las adicionales conductas que se adoptaron en nuestro país- una de las 
peores crisis que el país ha vivido; al decir de algunos dirigentes políticos: la peor crisis de la historia del 
Uruguay. Naturalmente, eso trajo un descenso muy importante del intercambio económico y comercial con 
los países vecinos. Quiero decir, sin embargo -porque a veces hay que tratar de actualizar los datos-, que al 
día de hoy las exportaciones uruguayas al MERCOSUR, en los diez primeros meses del año, han alcanzado 
los US$ 767:000.000 y, comparativamente, han superado en casi US$ 150:000.000 a las que van al NAFTA, 
al Tratado de Libre Comercio de Norteamérica, que integran Estados Unidos, Canadá y México. De esta 
manera se ha comenzado a reinvertir el proceso que se había dado anteriormente, es decir, que el descenso de 
nuestras exportaciones al MERCOSUR se había visto impulsado o sustituido por el incremento del comercio 
con los países que integran el tratado de libre comercio del norte. Digo esto porque pienso que, seguramente, 
a fin de año el intercambio comercial con los países del MERCOSUR va a superar los US$ 1.000:000.000. 
Hago esta aclaración porque yo no comparto la tesis de que es mejor tener socios ricos y lejanos que tener 
socios pobres y cercanos, cosa que se ha dicho en este Parlamento en alguna oportunidad. 


Creo que es posible que las riquezas que hay desde el Caribe hasta Tierra del Fuego y desde el Atlántico hasta 
el Pacífico sean explotadas en beneficio de una comunidad que tiene todo para eliminar las causas de la 
pobreza, ya sea alimentos, minerales, energía o agua dulce. Yo diría ¿qué no tiene América del Sur para 
potenciarse como un gran espacio económico y social? Algunas pasos se han dado en este sentido, pero este 
fin de semana leí un informe de la Comisión Económica para América Latina -que seguramente ustedes 
también escucharon- en el que se dice que el gran paso que se ha dado es que de los cuatrocientos setenta o 
cuatrocientos ochenta millones de habitantes que tiene América Latina, se bajó de doscientos treinta y dos 
millones de pobres a doscientos diecisiete millones de pobres. Eso es una especie de insulto al sentido 
común, de agravio a la propia naturaleza que ha sido tan generosa en dar a estos países esa abundancia de 
recursos. El texto garantiza absolutamente que el Parlamento del MERCOSUR va a permitir avances 
importantes en la participación de la ciudadanía y se va a poder articular un área de control de la actividad de 
los Poderes Ejecutivos. Hasta hoy, el MERCOSUR ha sido presidencialista porque participan los Presidentes, 
los Ministros de Economía y de Relaciones Exteriores, y no mucho más. Pero vean qué poco funciona la 
Comisión de Comercio que es otra institución importante; nuestra experiencia nos dice que muy poco se ve 
de su actuación. El nuevo protocolo del Parlamento del MERCOSUR va a dar autoridad para emitir 
dictámenes, tomar iniciativas y para integrar resoluciones. El 48% de las resoluciones adoptadas por el 
MERCOSUR no han sido integradas por sus países miembro. 


De todos modos, este Parlamento tendría facultades limitadas y condicionadas. Cuando se habla del tema, 
algunas veces se dice que esto es una cesión de soberanía. He tenido oportunidad de leer y de releer este 
material en los últimos días, y me parece importante que se tenga presente, cuando se habla de esta cesión de 
soberanía, que primero el protocolo tiene disposiciones transitorias, fijando etapas de transición. Una primera 
etapa de transición va desde el 31 de diciembre de 2006 al 31 de diciembre de 2010 y la segunda, está 
comprendida entre el 1” de enero de 2011 y el 31 de diciembre de 2014. En la segunda cláusula se agrega que 
en la primera etapa de la transición, el Parlamento estará integrado por dieciocho parlamentarios de cada 
Estado Parte. Además, dice que lo previsto en el primer inciso del artículo quinto, relacionado con la 
integración del Parlamento de conformidad con un criterio de representación ciudadana y aplicable a partir de 
la segunda etapa de la transición, será establecido por decisión del Consejo del Mercado Común. ¿Qué quiere 
decir esto último? Que si no hay consenso entre las partes, no hay decisión. Digo esto porque el mecanismo 
de adopción de decisiones del Consejo del Mercado Común -como en todo el MERCOSUR- es por consenso. 
No se vota por ciento ochenta y siete millones de habitantes, ni por tres millones y medio de habitantes. Se 
vota por acuerdo, por consenso. Esos mecanismos de representación ciudadana y la integración deberán ser 
pactadas entre las partes para que no haya mecanismos que en función del número hagan primar a un país 
sobre otro. Digo esto para no entrar en un examen demasiado detallado de las cosas, sino para dar un 
elemento guía en todo esto. Esa es la base de lo que tenemos entre manos. 


Creo que la capacidad que vamos a dar será muy importante. La elección directa y simultánea establecida en 
el artículo 6” es muy importante; esto implica dar a los ciudadanos de nuestros países la posibilidad de que 
ellos elijan directamente a sus representantes. Además, se establece que en la etapa de transición los 
representantes serán designados por los Parlamentos ya electos. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Me gustaría saber si en el contexto en que estamos del diferendo 
con Argentina se había hecho alguna evaluación en cuanto a continuar con el tema o hacer un "stand 
by". Conociendo el trámite de las cosas y con total franqueza, debo decir que esto es irreversible y que 
el Gobierno maneja esta postura. Si el conflicto se perpetúa en el tiempo -da la impresión de que las 
cosas no son sencillas-, sería bueno que uno de los primeros temas que abordara la delegación 
uruguaya una vez pasadas las instancias protocolares el año que viene en el Parlamento del 
MERCOSUR sea el conflicto con Argentina. Si tenemos un ámbito de integración subregional de rango 
parlamentario y un diferendo de esa naturaleza, no abordar el tema sería como negar la realidad. Ese 
podría ser un ámbito por lo menos para que la postura uruguaya quedara aún más delimitada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es una potestad de los parlamentarios; no vamos a pedir permiso. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Déjeme hablar, señor Presidente. Estoy dando cuenta al señor 
Ministro de cuál va a ser mi posición en el planteo parlamentario. 


Me gustaría saber si se ha hecho alguna reflexión en este contexto y si se vinculó el conflicto con Argentina 
al Parlamento del MERCOSUR. Digo esto, señor Presidente, porque tengo claro de que en Argentina sí se lo 
vinculó; es la realidad. En Argentina a veces he visto más o menos velocidad en torno a este tema y quiero 
conocer la postura uruguaya. Es eso nada más; no tiene demasiado misterio. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Nuestra norma en este diferendo que 
tenemos con Argentina, pasa por el ofrecimiento de la mano tendida para el diálogo y para el 
monitoreo conjunto tanto de la construcción como de la gestión de las plantas. Y esta no es la cesión de 
ninguna soberanía, sino una actitud de compartir todo esto con el socio con el cual administramos el 
Río Uruguay. Inclusive, la propuesta es la de extender un protocolo medioambiental que comprenda 
toda la Cuenca del Plata para garantizar a las futuras generaciones que los vertidos que hagan las 
empresas sobre los ríos que constituyen la cuenca estén limpios de la contaminación actualmente 
existente y de la que se pueda producir en el futuro. Esa es la norma; esa es la línea de trabajo. 


Quiero decir que yo he conversado con el Presidente de la República varias veces sobre esta línea de 
conducta y él nos ha dicho que comparte absolutamente este criterio, con el que vamos a seguir, naturalmente 
que sin pasar por alto determinadas actitudes que constituyen ofensas, porque hay gente que no solo ha hecho 
amenazas, sino que ha metido en la red informática de Botnia, insultos personales por miles contra el 
Presidente de la República. Eso lo ha denunciado la propia empresa. 


Voy a dejar constancia en la versión taquigráfica de que Uruguay ya ha tomado todas las precauciones y que 
el Ministro del Interior no me confirmó la información que se proporcionó acerca de un ataque a un vigilante, 
quien fuera desarmado, y todo lo demás. Me dijo que esa era una versión que no había sido confirmada y yo 
me tengo que atener a su declaración. Ahora bien, los medios de comunicación lanzaron a rodar esa versión, 
seguramente para crear una noticia. Creo que los medios de comunicación deben tener todas las facilidades 
de opinar, juzgar y difundir las noticias, pero no de crear hechos políticos, que es otra cosa. Y aquí hubo una 
intención de crear un hecho político a través de una noticia inexistente, porque si se ve a la gente desarmar a 
un guardia en el perímetro de una empresa, quiere decir que puede entrar a la fábrica, ponerle dinamita y 
hacerla volar. Pero está previsto que eso no ocurra: el Estado uruguayo ha tratado de garantizar la seguridad, 
tanto de la gente como del emprendimiento industrial que está en marcha. Es lo que puede hacer en su 
territorio y lo va a hacer con todos los medios a su alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra en este punto, se pasa a considerar el último 
punto del orden del día que refiere a la Resolución del Tribunal Supremo de Justicia de España 
respecto del Tratado de 1870, opinión jurídica sobre el contenido de la Resolución. 


SEÑOR TROBO.- Por razones prácticas, me permitiré dar una serie de preguntas por escrito al señor 
Ministro, que también leeré, sobre con la Resolución que queremos que señor Ministro nos comente. 


El señor Ministro ha dicho, según recogen las informaciones periodísticas, que luego de la decisión del 
Tribunal Supremo de Justicia del 26 de setiembre de 2006 no había nada más que hacer en la vía judicial y 
jurídica en el tema del Tratado de 1870. Hay títulos del diario "La Juventud" del viernes 27 de octubre que 
dan cuenta de: "Gargano: 'No hay posibilidad de acciones jurídicas". El diario "La República", también el 27 
de noviembre, publica una nota que dice: "No hay posibilidades de acción alguna en la vía jurídica”. La 
publicación agrega unas declaraciones del Embajador Valderrama en Uruguay, que realmente me 
sorprendieron, y no les encuentro mucha explicación, salvo que el señor Ministro pueda informarnos. El 
Embajador dijo: "Uruguay no aplica el Tratado de 1870 en su país como quiere que se aplique en España, y 
eso es algo que conviene saber". En realidad, debo decir que la primera vez que me entero de que Uruguay 
no aplica el Tratado de 1870, cuando lo está reclamando, es cuando conozco estas declaraciones del 
Embajador de España, que están entrecomilladas, que las escuché en la televisión, y francamente me 
parecieron, por lo menos, inadecuadas, salvo que conozca hechos que prueben que Uruguay no cumple con el 
Tratado de 1870, lo que, a nuestro juicio, tendría otro tipo de consecuencias. 


Debo decir que en general las delegaciones españolas de todo tipo que llegan a Uruguay en los últimos 
tiempos vienen provistas de un documento, de un "brief”, donde se les ha apuntado todas las condiciones que 


nuestro país impone a un español cuando se va a radicar, y seguramente de allí se desprenda que Uruguay 
tenga exigencias que van más allá de las que se establecen en el Tratado de 1870. 


El Embajador Valderrama dijo algo más, y se lee: "A modo de ejemplo, detalló que un grupo de españoles 
que viven en Uruguay desde hace 30 años aún están en gestión para obtener la ciudadanía uruguaya"; 
obviamente, la ciudadanía no es lo mismo que la radicación, y el Embajador lo deberá saber. 


Que el Embajador de España diga que Uruguay no cumple con el Tratado de 1870 como respuesta a una 
apelación porque España no cumple o no quiere cumplir y, a su vez, declarar que Uruguay no lo cumple 
porque hace treinta años que ciudadanos españoles no tienen la posibilidad de resolver sus problemas en 
Uruguay, es al menos una opinión temeraria. En ese sentido, nos gustaría conocer la actitud de la Cancillería 
al respecto. 


Volviendo a la Resolución del Tribunal Supremo de Justicia del 26 de setiembre de 2006, nosotros 
preguntamos.¿Qué medidas tomó el Ministerio de Relaciones Exteriores luego de conocer que la Abogacía 
del Estado de España había presentado un "Recurso de interés de la ley" ante el Tribunal Supremo de 
Justicia, Recurso de Casación en Interés de Ley N* 5/2005, a fines de 2005? 


¿En qué momento el Ministerio tomó conocimiento de este asunto, y si se dispuso algún tratamiento especial 
del tema, se designó un equipo de trabajo, o se buscó una forma para seguir el proceso de ese recurso? 


Queremos saber si se ubicó al ciudadano uruguayo, en cuyo caso el Tribunal actuaba -si se sabía quién era-; 
si se tomó contacto con él o con sus asesores jurídicos o con su abogado; si se consultaron opiniones jurídicas 
sobre el resultado probable del recurso; nos referimos al momento en que el recurso estaba tramitándose en el 
Tribunal Supremo, que a saber por la fecha de presentación y de resolución, transcurrió cerca de un año en 
ese Tribunal. ¿Se analizó en todo ese año la posibilidad de dar apoyo jurídico especial al compatriota en cuyo 
caso el Tribunal estaba actuando, a efectos de asistirlo y fortalecer los alegatos o su posición en el asunto? 
¿Se realizó alguna acción con el fin de conocer el proceso del recurso? ¿Se conocía cuál era el trámite que 
estaba llevando el recurso, cuánto podía demorar, qué sala lo iba a tratar y cuál era el Magistrado que estaba a 
cargo del asunto? Es decir, todo lo que en cualquier Tribunal del mundo se realiza por parte de un estudio de 
abogados que procura estar cerca del asunto, influir, presentar alegatos, antecedentes, agregar cuestiones que 
permitan que en el momento de dictar sentencia la única opinión que se plantee no sea la del que presenta el 
recurso, en este caso el abogado del Estado español, cuyo obvio objetivo era lograr que el Tribunal Supremo 
diera una opinión favorable a la posición histórica, por lo menos de los últimos años, del Estado español 
sobre la vigencia del Tratado de 1870. 


Queremos saber si se dispuso algún gasto a fin de contratar asistencia jurídica especial para seguir el caso o 
elaborar alegatos que pudiera presentar nuestro compatriota; si el Ministerio recibió alguna sugerencia 
respecto de actuar, cooperar o apoyar en este caso. 


¿El Ministerio sabe si algún funcionario del Gobierno recibió alguna sugerencia, algún planteo a fin de actuar 
en este tema? Estamos hablando del trámite en el Tribunal Supremo de Justicia. Teniendo en cuenta la 
importancia para el interés nacional del resultado de este recurso, ¿por qué razón se entendió que no 
correspondía actuar en apoyo de ese compatriota, si es que no se actuó? 


¿El Ministro está informado que en este asunto nuestro compatriota, el señor Andrés Leonardo de León 
Silveira, tiene la opción de presentar ante el Tribunal Constitucional español un Recurso de Amparo? Por 
tanto, aquella afirmación "No hay posibilidad de acciones jurídicas” no es acertada sino que hay 
posibilidades de acciones jurídicas y puede presentar un Recurso de Amparo ante el Tribunal Constitucional 
español, teniendo en cuenta además que, a saber por la opinión de juristas, el fundamento de la sentencia del 
Tribunal Supremo de Justicia tiene ciertas inconsistencias y está reducido a una expresión sin mayores 
argumentos. 


¿El Ministro entiende conveniente para el interés nacional la determinación de contar con los asesoramientos 
jurídicos de primer nivel nacional, español e internacional para la presentación de dicho recurso y procurar 
un fallo favorable, que sería un fallo en ese asunto del señor de León Silveira, pero notoriamente vinculado y 
beneficioso para el interés del Uruguay? 


Luego del conocimiento de esta noticia, en algún artículo de prensa se recoge esta información: "Fuentes del 
Ministerio de Relaciones Exteriores luego de conocida la noticia de la sentencia del Tribunal Supremo de 
Justicia de España dijeron: 'Ahora debe responder el Partido Nacional". ¿Quiénes son esas fuentes? ¿Qué 
sentido tienen esas afirmaciones? ¿A qué aspecto del dictamen se refieren? ¿No ha reparado esa fuente o el 
Ministerio que cualquier expresión que se realice sobre el particular puede lesionar severamente el interés del 
Uruguay? Nosotros reclamamos al Gobierno que se disponga todo lo necesario para que el apoyo legal de 
este caso, como de otros análogos, permita extremar los cuidados y lograr sentencias favorables que apoyen 
la posición de Uruguay respecto de la vigencia del Tratado de 1870. 


Y hacemos una analogía entre La Haya y Madrid. Seguramente lo de La Haya, relacionado con una gran 
inversión en Uruguay y con la defensa de un derecho que tenemos a decidir sobre las inversiones en nuestro 
país, es un tema de mucha publicidad y de mucha importancia. No porque tenga menos publicidad es menos 
importante el caso de la defensa de la vigencia del Tratado de 1870, con una línea política de negociación 
diplomática en la que Uruguay no puede renunciar a su posición ni un centímetro. Pero hay otra línea en la 
que con habilidad también tiene que trabajar. Es la línea del ámbito de la justicia y no puede renunciar a 
hacer los esfuerzos, las inversiones, los gastos y las contrataciones que necesite para que nuestros 
compatriotas que estén en la vía judicial logren el respaldo de un asesoramiento profesional que realmente les 
garantice que están presentando alegatos de contundencia y eficacia que puedan torcer la opinión o 
determinar la opinión de los Tribunales al respecto. 


Quería hacer estas preguntas y esta afirmación en el sentido de que estamos convencidos de que es el camino 
que debe seguir el Ministerio, y me gustaría hacer llegar al Ministro las preguntas para que me las fuera 
contestando. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Si hay alguna cosa que le ha preocupado a 
este Gobierno, y especialmente a su Ministerio de Relaciones Exteriores, es atender la situación de los 
migrantes uruguayos, de los residentes uruguayos en el exterior, que son casi 550.000, y crear 
especialmente un ámbito desde donde se los atendiera en forma directa, que se transformara 
institucionalmente el departamento consular en un departamento consular de atención a los residentes 
en el exterior. Ese es el objetivo que cumple. Nunca había existido algo así, quizás porque nunca se dio 
este volumen de migración, pero ya hacía por lo menos dos décadas que la migración uruguaya tenía 
un gran volumen. Este Gobierno lo hizo y rápidamente. Lo puso en ejecución de inmediato. Y este 
Ministro, en el caso concreto de España, visitó tres veces el Ministerio de Asuntos Exteriores de España 
y conversó en diversas oportunidades en reuniones formales e informales con el señor Ministro de 
Asuntos Exteriores de España acerca de la vigencia del Tratado de 1870, que para ilustración de los 
señores miembros de la Comisión quiero decir que es un tratado de paz y de reconocimiento de la 
independencia de Uruguay por parte del Reino de España. Lo firma el Regente del Reino en aquel 
momento con el dictador Latorre, en primera instancia, y luego es certificado por el dictador Santos. A 
través de este, Uruguay ve reconocida su independencia, pero, a la vez, establece que los españoles que 
tuvieran reclamos para hacer por los bienes que les fueron expropiados durante el proceso 
independentista y demás podían iniciar reclamaciones, etcétera. Es decir que les daba derechos. Una de 
esas cláusulas establece la igualdad de derechos al trabajo, a la posesión de bienes y demás, de los 
ciudadanos de un Estado en el otro Estado. El origen de la defensa de nuestros derechos allí estuvo 
fundado en esto. 


Ese Tratado se puede ejecutar o denunciar, y yo tengo acá los estudios hechos por parte de los mejores 
especialistas que existen en el Uruguay acerca de la materia. Especialmente tenemos el estudio del doctor 
Gros Espiell, Embajador uruguayo en Francia, a quien hemos pedido que contribuya con sus conocimientos. 
Lo voy a leer porque me parece importante que quede constancia en la versión taquigráfica. 


Dice lo siguiente: "1) El tratado entre España y el Uruguay de 1870 dispone en el artículo VIII: 'Los súbditos 
españoles en la República Oriental del Uruguay y los ciudadanos de la República en España podrán ejercer 
libremente sus oficios y posesiones con arreglo a las leyes del país, en los mismos términos y bajo iguales 
condiciones y adeudos que usan o usaren los de la nación más favorecida”.- 2) El tratado entre España y el 
Uruguay de 1992 en su artículo 14 establece: 'Con sujeción a su legislación y de conformidad con el derecho 
internacional, cada Parte otorgará a los nacionales de la otra facilidades para la realización de actividades 
lucrativas, laborales o profesionales, por cuenta propia o ajena, en pie de igualdad con los nacionales del 
Estado de residencia o de trabajo necesaria para el ejercicio de dichas actividades. La expedición de los 


permisos de trabajo laborales y profesionales, por cuenta ajena será gratuita.- Las respectivas autoridades 
garantizarán el efectivo goce de las facilidades mencionadas, sujeto al criterio de reciprocidad'.- 3) La simple 
lectura comparada de estos dos textos muestra claramente que no son dos normas contradictorias y que, por 
tanto, no ha habido derogación, ni expresa ni tácita, de la primera por la segunda.- Cualquier forzada 
interpretación que sostenga la incompatibilidad de estos dos textos, llegando a afirmar la derogación, no sólo 
es irracional, sino violatoria y desconocedora del Derecho Internacional y, en especial, de la Convención de 
Viena sobre Derecho de los Tratados de la que son partes Uruguay y España.- Por lo demás nunca se pensó, 
en 1992, en afectar con el nuevo tratado hispano-uruguayo, el de 1870. Yo era en 1992 Ministro de 
Relaciones Exteriores del Uruguay y fui firmante del Tratado. Jamás se pensó, ni se insinuó siquiera, que el 
nuevo tratado podía afectar, modificar o derogar no sólo el tratado de 1870 en su conjunto, ni siquiera 
ninguna de sus disposiciones en particular.- 4) No ha habido en consecuencia, derogación expresa ni 
implícita o tácita del tratado de 1870 ni de ninguna de sus normas por el tratado de 1992.- La aplicación de 
los criterios establecidos en la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, de la que son partes 
España y el Uruguay, sobre los tratados sucesivos, permite afirmar que se viola el Derecho Internacional sí se 
pretende fundar en el tratado de 1992 la no aplicación del de 1870, ya que su artículo VIII permanece 
plenamente vigente". 


Esta es la consideración jurídica que hace sobre la posición uruguaya uno de los mejores especialistas que, 
además, fue parte del Gobierno del Partido Nacional en el año 1992, cuando era Ministro de Relaciones 
Exteriores y firmó ese Tratado. 


Ahora bien: vayamos a los hechos concretos. Hemos buscado, por todos los medios, defender los intereses de 
nuestros connacionales por la negociación directa para que determinadas personas fueran auxiliadas cuando 
tenían problemas en España, cosa que han hecho no solamente todos los ciudadanos uruguayos que viven en 
ese país -que se han organizado solidariamente en una cantidad muy importante de asociaciones de mutua 
ayuda y protección- sino también el Estado uruguayo y sus representantes diplomáticos, que han actuado 
apegados a ellos. 


Asimismo, varios ciudadanos uruguayos, bien asesorados jurídicamente, concurrieron ante las autoridades 
judiciales españolas en sus provincias para obtener fallos que les garantizaran que el Tratado de 1870 estaba 
vigente. Creo que hay seis o siete pronunciamientos, no solamente de los Juzgados de lo Contencioso 
Administrativo sino de los Tribunales Supremos Provinciales que dan como vigente el Tratado de 1870 que 
favorece a los uruguayos. 


¿Qué hizo el Gobierno español? Ya a mediados del año pasado mantuvo conversaciones muy serias con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores en relación a estas sentencias que, naturalmente, entraban en 
contradicción con las disposiciones de la Ley de Extranjería votada en 2000 en España y con su 
reglamentación, que se hizo durante el Gobierno actual y cuyos criterios no compartimos en cuanto a que 
esas disposiciones regirán para otros, pero no para los uruguayos, amparados por el Tratado de 1870. 


¿Qué mecanismo usó para no verse comprometido en la ejecución de esas sentencias? El hecho de que en 
España, por sobre los Tribunales Provinciales, está el Tribunal Supremo, ante el cual se pueden casar las 
sentencias que dicten los Tribunales Provinciales. ¿Qué quiere decir casar? Que el Estado puede interponer 
un recurso por el cual se declara que los términos de la sentencia dictada por los Tribunales Provinciales son 
erróneos. El dictamen tiene un lenguaje muy especial y lo voy a leer porque me parece importante que se 
sepa. El dictamen del Tribunal Supremo que casa la sentencia del Tribunal de Valencia, dice: "[...] y fijamos 
como doctrina legal la siguiente![...]". Quiere decir que la casación hace jurisprudencia, y en adelante todo el 
mundo deberá atenerse a esa doctrina legal que emite el Tribunal Supremo. 


Respondiendo a la primera pregunta, quiero decir que el Estado uruguayo no era parte en el tema sino el 
ciudadano, y lo que yo dije fue que el Estado uruguayo no podía actuar o presentarse como parte ante el 
Tribunal Supremo de España para interponer un recurso que hiciera valer su interpretación ante los jueces. Lo 
que pudo hacer -e hizo- fue tratar de acercar todo el material posible a los integrantes del Tribunal Supremo 
de España para que dictaran una sentencia favorable a nosotros, para que conocieran nuestra opinión. Pero el 
dueño de la acción era el ciudadano que estaba implicado en la materia, el señor Andrés Leonardo de León 
Silveira, que había logrado la resolución favorable en el Tribunal de lo Contencioso de Valencia y luego en el 
Tribunal correspondiente. 


Yo tengo aquí la sentencia N* 327 del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Alicante -es, realmente, 
ejemplar, de alto nivel jurídico- que falla a favor del ciudadano uruguayo diciendo: "Se estima que el recurso 
interpuesto por el procurador don Esteban Leonardo López Vinguela, en nombre y representación de Andrés 
Leonardo de León Silveira contra la Resolución de fecha de 17 de diciembre de 2002, de la Subdelegación 
del Gobierno en Alicante, por la que se deniega al recurrente la solicitud del permiso de trabajo y de 
residencia, acto que se declara nulo por no ser conforme a derecho, teniendo la Administración que admitir a 
trámite la solicitud y resolver conforme a derecho". 


Es decir que es una sentencia contundente que, además, está avalada -fue apelada por el Estado- por la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de Valencia en un extenso dictamen, en el cual se da la razón nuevamente 
al ciudadano uruguayo. Ahora, ¿qué pasó a partir del momento en que el ciudadano uruguayo tomó 
conocimiento del asunto? 


Primero, el Estado actuó frente al Gobierno español y sostuvo que el recurso de casación era, prácticamente, 
una medida indirecta de declarar la invalidez del Tratado de 1870. Entonces, les dije a los representantes del 
Gobierno español que si se quería denunciar el Tratado, que lo hicieran y se atuvieran a las consecuencias 
que ello acarrearía. Porque cuando se denuncia un tratado se denuncian todas sus partes, ya que no se hace 
parcialmente. Por lo tanto, nosotros actuamos diplomáticamente con todos los elementos que teníamos a 
nuestro alcance y cerca de la gente que tenía intereses. Nosotros comunicamos a todos los uruguayos cómo 
tenían que defender sus intereses y cuál era la doctrina que debían defender. Sin embargo, nosotros no 
podíamos actuar como Estado, y por ello dije: "llegado al límite de la actuación del Estado". El Estado podía 
actuar hasta determinado punto pero el resto estaba a cargo de la persona implicada. 


Luego, deseo informar que inmediatamente después de conocida la sentencia del Tribunal Supremo, los 
representantes diplomáticos de Uruguay fueron instruidos para que de inmediato se pusieran en contacto con 
la persona que había sido sujeto de la acción en Valencia -cuyo dictamen había sido casado por el Tribunal 
Supremo- para decirle que él debía -he aquí la interpretación que nosotros obtuvimos aquí en Montevideo de 
parte de magistrados españoles, hace veinticinco días, no ahora... 

(Interrupción del señor Representante Trobo) 


———No lo dudo, usted lo dijo cinco días después de que nosotros lo conocimos, pero... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


Yo no necesité decirlo; yo actué. Usted lo dijo descalificando al Poder Ejecutivo... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


Como acostumbra hacerlo: interrumpe y no permite hablar. 
(Interrupción del señor Representante Trobo) 


——-El Ministerio de Relaciones Exteriores actuó de conformidad con lo que le fue informado, manifestando 
que lo único que cabía hacer no era actuar ante el Tribunal Supremo, sino ante el Tribunal Constitucional 
mediante un recurso de amparo que declarara nula la actuación o el dictamen del Tribunal Supremo. Esa fue 
la información que obtuvimos y pusimos en marcha de inmediato. Para ello había que ubicar a la persona 
indicada, y lo hicimos. Tengo aquí todo el proceso llevado a cabo para ello. 


Entonces, solicité a los funcionarios diplomáticos -como sabía que se iba a procesar todo ese tipo de 
discusión- que se pusieran en contacto con esta persona de cualquier manera, que lo ubicaran donde fuera. 
¿Por qué? ¿Qué ha pasado? Ha pasado que el ciudadano en cuestión -eso hay que decirlo porque se va a saber 
de todas formas cuando se examinen las cosas- obtuvo el permiso de trabajo y desistió de la acción. La 
información que me brinda el Consulado dice que, respecto al recurso presentado en su oportunidad en el año 
2003 cuya sentencia fue favorable, presentó un escrito que renunciaba a continuar en una instancia posterior 
debido a que en su momento obtuvo dos tarjetas de residencia y de trabajo. 


¿Qué hizo la diplomacia uruguaya, instruida por el Ministerio? Localizar a este ciudadano, a sus abogados y 
representantes y decirle que, en beneficio del resto de los ciudadanos uruguayos, él debía interponer el 


recurso de amparo. En realidad, dio bastante trabajo localizarlo; no se le ubicó en la residencia en donde se 
pensaba que estaba, sino en otra, pero finalmente, se lo encontró y el ciudadano está dispuesto a llevar 
adelante el recurso de amparo. Como ustedes saben, está en manos del Tribunal Constitucional decir, en 
primer lugar, si hay legitimación para interponerlo -este es uno de los temas que están discutiendo los 
abogados que asesoran a esta persona-, si hay legitimación activa para poder proceder a interponer el recurso 
de amparo. 


También se dice que puede no tener legitimación activa y que ella pertenece solo al defensor del pueblo o a 
otra institución, y no a la persona. Pero la instrucción que ha dado el Ministro al doctor Gros Espiell -que está 
actuando como asesor en esta materia y ha escrito unos cuantos documentos al respecto- es que aunque los 
abogados presuman que puede existir una opinión contraria a que tenga legitimación activa, de todos modos 
se interponga el recurso de amparo. Se dice esto porque, en este caso, el no hacer es dar por consumado un 
criterio que no se sabe si lo está. Hay que exigir a la Justicia española que reexamine todo a nivel del 
Tribunal Constitucional. 


¿Qué sostiene el doctor Gros Espiell en sus documentos? Él sostiene que el Estado español, al no reconocer 
la vigencia del Tratado de 1870 está incumpliendo con la Constitución, porque ese Tratado está expresamente 
protegido por la Constitución española, y rige por encima de cualquier otro convenio que se haga 
posteriormente. Es decir que este Tratado es ley en España, y ese es el criterio que tiene Uruguay para 
mantener esta posición. 


¿Qué hemos hecho? Hemos trabajado todo lo que se ha podido para que esta persona interponga el recurso. 
El viernes -esa es la última noticia que tengo- hablamos con el personal diplomático y se nos aseguró que en 
el día de hoy se iba a actuar nuevamente sobre esta persona para inducirla a que materializara la interposición 
del recurso de amparo. 


Reitero: no es una acción del Gobierno, que pueda no tomarla, sino del directamente interesado. Lo que 
puede hacer el Gobierno uruguayo es denunciar el Tratado, pero no puede intervenir en un juicio cuando hay 
un particular involucrado porque es este quien tiene que actuar. Por eso se dijo lo que se dijo: que nosotros no 
podíamos ir más allá de lo que habíamos hecho. 


Lamento que ocurra esto, especialmente en España que durante la dictadura protegió a decenas de miles de 
uruguayos y que actuó con grandeza. No me voy a ocupar de las declaraciones del señor Embajador 
Valderrama. Lo único que voy a decir es que en este país, quien obtenga la residencia -los mecanismos ya 
están establecidos en la Ley y en la Constitución- puede con el transcurso de determinados años, obtener la 
ciudadanía uruguaya. Que yo conozca, no se le ha negado a nadie si reúne las condiciones necesarias. En este 
país es amplio el criterio con el cual se ha actuado. Vamos a hacer todo lo posible. 


Hemos dado órdenes de gastar todo lo necesario para brindar el mejor asesoramiento para este ciudadano. 
Claro está que, en principio, apelamos a los especialistas uruguayos de mayor nivel porque son los que están 
más involucrados en el tema y los que pueden poner más trabajo y pasión en la cuestión; entre ellos está el 
doctor Gros Espiell. También hay opiniones de juristas españoles que dicen lo mismo que sus pares 
uruguayos. Esto es lo que hemos hecho, lo que vamos a seguir haciendo y vamos a defender los intereses de 
las personas que están en esa lista general de indocumentados en España y a quienes se les puede aplicar -si 
este conflicto sigue- la ley de extranjería y su reglamentación para no tener residencia y correr el riesgo de 
ser expulsadas. 


El Ministerio ha actuado con toda celeridad, sin fijarse en las horas. Hemos hablado a las once de la noche 
con los funcionarios de los Consulados, a las dos de la mañana para que no perdieran un minuto de tiempo en 
este trabajo. El plazo está vigente y la persona involucrada aun no se ha notificado del dictamen del Tribunal 
Supremo. De modo que todavía hay plazo para interponer el recurso y se va a prestar todo el apoyo 
necesario, como el que se ha dado en todos lados a los ciudadanos uruguayos. Digo esto porque problemas 
con ciudadanos uruguayos en el exterior hemos tenido no solo en España sino en otros lados. Se nos ha 
sacado a la gente, se la ha puesto presa y se la ha detenido durante días y debimos actuar para protegerla 
hasta en su salud física, por el tratamiento que hasta creo violatorio de sus propios derechos humanos. 


No podemos afirmar que el criterio del Gobierno español haya cambiado. De todas maneras, espero que el 
Gobierno español actúe, en el caso de los ciudadanos uruguayos, con la buena voluntad de mantener 
relaciones buenas con el Gobierno uruguayo, de no aplicar normas que afectan a nuestros compatriotas 


Me parece que eso se puede realizar aún cuando se haya obtenido esta sentencia del Tribunal Supremo, que 
vamos a objetar. 


SEÑOR TROBO.- Me alegra que la Cancillería haya resuelto tomarse en serio este tema de los 
tribunales españoles y, como dice el señor Ministro, que haya puesto toda la carne en el asador y que se 
disponga de todos los recursos necesarios para dar apoyo jurídico de primer nivel a nuestros 
compatriotas. Me da pena que esto se dé después de la resolución del Tribunal Supremo. 


Como confirma el señor Ministro, el viernes 27 de octubre se dijo que no había posibilidades de acciones 
jurídicas, y al otro día manifestamos que eso no era así. Expresamos que había posibilidades de acciones 
jurídicas y que existía la posibilidad de un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Además, 
dijimos que ese ciudadano -que tendría que haber recibido apoyo jurídico antes- debía recibir ahora 
asesoramiento. Entonces, me alegro de que el Canciller esté informando al Parlamento hoy, 13 de noviembre, 
que en el correr de la semana pasada y de la anterior se preocupó por buscar asesoramientos y asistencia para 
ponerse en serio en cuanto a respaldar y apoyar los alegatos que pueda tener nuestro compatriota. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Admito que se pueda escuchar e interpretar 
erróneamente lo que uno pueda decir. Pero nosotros, desde el punto de vista jurídico, no podíamos 
incidir para que un ciudadano que había renunciado a la acción, actuara en la forma en que lo hizo, 
entre otras cosas porque tendríamos que haber estado informados de que iba a proceder así. El 
Gobierno uruguayo no estaba informado de que iba a hacer eso ni de que había hecho esto. 


Por otra parte, sí nos preocupamos -porque este recurso de casación fue presentado el año pasado- de 
informar, y manifesté a los miembros del Tribunal Supremo la postura de nuestro Gobierno. Aunque no 
éramos actores o partícipes de la acción jurídica, tratamos de hacer conocer la posición y dimos a los 
Diputados, a los Senadores y al Vicepresidente del Senado español los elementos jurídicos que teníamos para 
que ellos actuaran sobre los miembros del Tribunal, porque no iba a ir el Ministro de Relaciones Exteriores a 
presentarse ante los miembros del Tribunal Supremo español; no puede hacerlo. Podía empeorar las cosas en 
lugar de solucionarlas. Sí podíamos hacer conocer esta opinión. 


En cuanto a que no teníamos ningún elemento para poder actuar como parte luego de la sentencia del 
Tribunal Supremo, no me cabe ninguna duda; lo dije con toda sinceridad. Dos días después de dictada la 
sentencia, el Ministerio recibió la información de que podía caber el recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional, y puso en marcha todos los dispositivos. Pero resulta que cuatro días después escuchamos en 
la prensa que se dice que no hicimos lo necesario y que no prestamos asistencia. Sin embargo, para brindar 
asistencia, primero usted tiene que saber que existe alguien que la necesita. La persona que había actuado acá 
no solo había obtenido el permiso de trabajo sino el de residencia, y había dicho que renunciaba a todo 
recurso posterior, aunque el Estado español siguió el curso de la cosa porque le convenía para declarar nula la 
sentencia anterior. 


Me parece -no quiero calificar- de un mal entendimiento realmente incomprensible que se diga que no 
hicimos nada, cuando fue este Gobierno el que se preocupó desde el principio por nuestros ciudadanos. 


¿Ustedes escucharon por parte de los Gobiernos anteriores que hubiese habido problemas en cuanto a la 
protección de los intereses de los ciudadanos uruguayos? Yo personalmente no lo escuché nunca. A mí eso 
me afectó directamente, porque estuve en el exilio en España durante nueve años y conozco de cerca lo que 
le pasa a la gente; además, desde que soy Ministro estuve tres veces allí, conversando con los ciudadanos que 
conforman nuestra colonia en Galicia, en Barcelona, en Madrid, dándoles elementos para que pudieran 
defender sus intereses. 


Entonces, no admito que se venga a decir que nos estamos preocupando ahora; me parece que eso es de una 
ignorancia absoluta. Sí, creo que ahora hay gente que se preocupa y antes no se preocupaba e intenta 
transformar esto en un hecho político y no en una acción de ayuda real a la gente. Yo no me preocupo por 
crear hechos políticos sino por ayudar, desde la posición que tengo en el Poder Ejecutivo, a la gente concreta 
de carne y hueso que sufre este tipo de problemas. 


SEÑOR TROBO.- Generalmente, en las intervenciones no doy para que se me descalifique, pero como 
el Ministro tiene un estilo muy particular, admito que está dentro de la relación que él tiene con la 
gente el descalificar y agredir. 


Ahora bien, Ministro: en esta Comisión hay antecedentes del año 2004 respecto de este tema y planteos que 
yo le hice al entonces Ministro Opertti en la misma dirección que los que le hago a usted. Además, usted sabe 
muy bien que los hago con un espíritu constructivo y que he cooperado. Se sabe mucho menos públicamente 
que lo que yo he hecho entrevistándome con usted y con otros funcionarios de Gobierno, que no viene al caso 
nombrar, ofreciéndoles nuestra mejor disposición a trabajar en este tema para que las cosas salgan bien, en 
beneficio de los uruguayos y no de alguien desde un punto de vista político en particular. Lo que pasa es que 
el Ministerio tiene una actitud reactiva en este asunto. El Ministro cree con celo que el tema de los emigrados 
uruguayos es una particularidad de este Gobierno que no puede ser interferida absolutamente por nadie, aun a 
riesgo de que esa interferencia pudiera facilitar las posibilidades de funcionamiento de la política del 
Uruguay respecto a nuestros compatriotas. 


Señor Ministro, tenga la seguridad de que vamos a seguir haciéndolo; tenga la seguridad de que vamos a 
seguir colaborando, vamos a seguir contribuyendo, vamos a seguir haciendo las gestiones políticas que 
corresponden y vamos a seguir ayudando, no a usted, sino a los uruguayos y al interés que tiene nuestro país 
en la defensa de la vigencia del Tratado de 1870. 


Esta sentencia del Tribunal Supremo es del 12 de setiembre de 2006. Dice el Ministro que cuarenta y ocho 
horas después se puso a trabajar en la otra instancia; yo no sé cómo el 27 de octubre dijo que no había 
posibilidad de acciones judiciales. Además, no me respondió el Ministro -y lo tiene escrito allí- por qué una 
fuente de la Cancillería, que tengo bien identificada, dijo: "Ahora hay que preguntarle al Partido Nacional". 
¿Y sabe por qué lo dijo? Porque el argumento que se usa en la sentencia es que el Tratado de 1992 derogó al 
de 1870. Que una fuente de la Cancillería diga en un medio de prensa, para que eso lo conozca Uruguay y 
España, que la responsabilidad es de quienes firmaron el Tratado de 1992, no está haciendo otra cosa que 
darle irresponsablemente la razón a la sentencia que dice que el Tratado de 1992 derogó el Tratado del 1870. 
Eso me parece una absoluta irresponsabilidad. Y si el Ministro no lo leyó, tendría que haberlo leído. Tiene 
que leerlo y buscar quién fue la persona que hizo esa afirmación, cuyo contenido y características van en 
contra del interés del Uruguay. Pero ya tengo experiencia de fuentes de la Cancillería refiriéndose al Partido 
Nacional y en particular a mi sector y a mí, porque he leído varias cosas entrecomilladas -que nadie dice de 
frente- que nos tratan de adjudicar un interés malicioso en todo este tema. 


Todo esto que va a hacer usted ahora me parece muy bien: ponerle a ese compatriota el equipo que necesita 
para que lo que él presente tenga el mejor respaldo jurídico, sin perjuicio de confiar en su abogado personal, 
gastando lo que sea preciso -como ha dicho-, lo que también me parece muy bien porque es lo que nosotros 
reclamamos. Pero eso usted no lo hizo y el Ministerio no lo hizo en el trámite del Tribunal Supremo de 
Justicia, y lo pudo haber hecho, del mismo modo que lo puede hacer ahora. Porque el que debe presentar el 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional en este momento, no es el Estado uruguayo, no es el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, no es la Embajada Uruguaya, sino el ciudadano uruguayo, el 
compatriota en cuyo expediente ha habido una determinación del Tribunal Supremo de Justicia. Entonces, yo 
pregunto por qué no hizo antes lo que está haciendo ahora. ¿No lo sabía? Bueno, yo lo conversé con el 
Ministro, con el Director General del Ministerio, con el Secretario de la Presidencia y con varios legisladores 
del Gobierno. 


Además, señor Ministro, si usted me dice que nadie les advirtió que eso podía ocurrir, me deberá explicar por 
qué ante una advertencia que yo tengo aquí, la respuesta fue no preocuparse de darle a ese uruguayo, o los 
uruguayos que tuvieran asuntos en el Tribunal Supremo de Justicia, el apoyo jurídico que ahora usted dice 
que le va a dar al mismo individuo en el recurso de amparo. Si hubiese habido un buen alegato en la instancia 
del Tribunal Supremo de Justicia, probablemente se podría haber llegado a una mejor resolución en esa 
instancia sin la necesidad de llegar a este punto. 


El Ministro reacciona duramente a nuestra sana y patriótica preocupación de que el tema tenga los mejores 
apoyos y nos reclama y nos interpela cuando nosotros le preguntamos por qué no hizo hace seis o siete meses 
lo que va a hacer ahora, si costaba lo mismo, si quizás hubiera sido menor el daño de haber logrado alegar 
como corresponde en el ámbito del Tribunal Supremo de Justicia, lo que nuestro compatriota hubiera podido 
hacer con apoyo pesado, con el mejor estudio jurídico de Madrid o con los mejores asesores en política 


exterior. Pero, ¿por qué no se hizo? ¿Se entendió que era inconveniente? Yo quiero una respuesta así. ¿O no 
se hizo porque no era prudente, no era procedente o no se nos ocurrió? 


No faltaron quienes dijeron que era importante en esa etapa en el Tribunal Supremo de Justicia que se diera a 
nuestro compatriota el mismo respaldo que se va a dar para el Tribunal Constitucional a fin de que pudiera 
respaldar un alegato que defendiera la tesis del Uruguay frente a la presentación de la abogacía del Estado. 
En este caso, no es el interés de un ciudadano, que por cierto ya tiene resuelta su situación, y se debe saber 
que la determinación que tomó el Tribunal Supremo de Justicia en el asunto de este compatriota no lo afecta; 
ese señor tiene perfectamente regularizada su situación en España. Lo que hizo la abogacía del Estado 
español fue preguntarle al Supremo Tribunal de Justicia, en un recurso denominado "de interés de ley" que 
determinó que, como si fuera una ley, debe haber determinado criterio a futuro, es decir que va a afectar 
todos los casos que posteriormente se presenten en la Justicia española. 


Entonces, Ministro, pregunto lo siguiente: ¿El Ministerio evaluó y entendió inconveniente dar apoyo en su 
momento, desde fines del año 2005 hasta agosto de 2006, instancia en la cual el Tribunal Supremo de Justicia 
dictó sentencia? ¿No lo hizo porque no quiso, porque no supo, no estuvo informado o eso no le fue sugerido? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Ministro, la Mesa aclara que ya estamos en 
el término de la hora convenida; digo esto porque me gusta cumplir con los acuerdos. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Quiero decir que constantemente nos hemos 
preocupado sobre la situación de los ciudadanos uruguayos, desde que llegamos al Ministerio, el 1” de 
marzo del año 2005, y hemos hablado reiteradamente con el Canciller español y con la Vicepresidenta 
del Gobierno; lo ha hecho el Presidente de la República y nuestros representantes consulares. Hemos 
trabajado en todo lo que hemos podido y también lo han hecho las organizaciones sociales de 
uruguayos para tratar de defender esta posición. Recuerdo que la última reunión que mantuve en el 
curso de este año fue con una representación muy numerosa de Valencia en la Embajada de Uruguay, 
discutiendo los caminos a seguir para determinar la manera de incidir en el Tribunal Supremo de 
Justicia, no siendo parte y teniendo antecedentes. 


Quiero que se me escuche bien, y lo repetiré para que conste en la versión taquigráfica. El ciudadano a que se 
refiere el acto de casación renunció a seguir adelante con el pleito, porque en función del dictamen del 
Tribunal Supremo de Valencia obtuvo el permiso de trabajo y la residencia, y desistió de continuar con el 
trámite. De modo que no había forma de sustituirlo a él y, además, supimos que había desistido porque lo 
hizo ante el Tribunal Supremo de Valencia y no cuando se presentó el recurso de casación ante el Tribunal 
Supremo de España. En esa instancia, tratamos de incidir, como no éramos parte y como él tampoco lo era 
porque había desistido -no sé si entiende esto; desistir es no hacer, es no querer pleitear más en torno al 
asunto-, y buscamos la manera de hacer conocer a los miembros del Tribunal Supremo la opinión del 
Gobierno uruguayo, a través de mecanismos oficiosos de gente que se ofreció para llevar nuestros 
argumentos por escrito a España como representantes parlamentarios para que se conociera nuestra posición. 


SEÑOR TROBO.- ¿Qué gestiones se hicieron? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Hicimos las gestiones que correspondían 
ante personas de nuestro conocimiento y que podían incidir y que tenían cierto nivel técnico jurídico 
para ser escuchadas por los miembros del Tribunal Supremo. 


Comparto la opinión del doctor Gros Espiell en cuanto a que la sentencia del Tribunal Supremo no tiene pie 
ni cabeza, es una cosa impresentable desde el punto de vista jurídico, por cuanto no tiene solidez jurídica. No 
obstante, el Tribunal es el que dicta la doctrina legal, como dicen ellos: "Esto es doctrina legal, y punto; a otra 
cosa". 


¿Qué se buscó hacer en este caso? Quiero repetir claramente lo que dije a los representantes del Gobierno 
español -no me parece inconveniente decir la verdad-: se buscó por una vía indirecta generar una doctrina por 
la cual de ahora en adelante no se obtuviera ninguna sentencia favorable en ningún Tribunal ni en ningún 
Juzgado al que se presentaran los uruguayos a pleitear por la vigencia del Tratado de 1870. 


Esto no termina acá. Nosotros analizaremos qué logros se podrían obtener con la presentación de este 
ciudadano; ha demostrado tener buena voluntad y hacerlo, aunque ello implique poner en juego su actual 
situación. No creo que ocurra nada; sería una infamia que le pasara algo en función de la defensa, no de sus 
intereses, sino el de todos los ciudadanos, porque él ya tiene el trabajo y la residencia asegurados y no 
perderá nada porque el Estado lo defienda en todo lo que sea necesario. Esto es lo que podemos hacer, lo que 
hemos hecho y acerca de lo que no hemos descansado ni un solo minuto. Utilizamos las vías posibles, que 
eran la de los contactos jurídicos y jurídico-políticos que teníamos, y remitimos ese material, en manos 
propias, a quienes tenían que actuar para incidir de alguna manera. 


Creo que lo hicimos como correspondía, y actuamos en la medida en que tomamos conocimiento de los 
hechos, ante el Gobierno español y ante quienes nos ayudaron desde España a hacer las cosas para que esto 
no se transforme en doctrina. No tengo mucho más que decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pide la palabra el señor Diputado Trobo, pero debo advertir que a esta 
altura siento que entramos en un círculo vicioso. 


SEÑOR TROBO.-- El círculo vicioso se arma cuando uno pregunta y no le contestan. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es su interpretación. 


SEÑOR TROBO.- Quiero saber a quién encargó el Ministerio realizar gestiones ante miembros del 
Tribunal Supremo de Justicia, qué Ministros se contactaron, qué documento de base jurídica se 
presentó para controvertir la posición que eventualmente el Tribunal Supremo de Justicia de España 
podría dictar con respecto a este tema. Es decir, ¿cuál es el argumento? Creo que nosotros tenemos 
derecho a acceder a ese material. Tiene que haber un dictamen, algún trabajo de un profesional 
reconocido que establezca una posición ante ese asunto, porque los abogados en los juicios presentan lo 
que debería hacer el juez de acuerdo con sus intereses. 


Se me dice que fueron personas autorizadas e instruidas, con conocimiento jurídico, a hablar con el Tribunal. 
¿Quiénes fueron? ¿Qué papel llevaron? ¿Se ubicó al uruguayo en ese momento? ¿Se lo consultó? A mi me 
consta que no, que durante todo el Proceso ante el Tribunal Supremo no se ubicó al uruguayo, que no se lo 
buscó para saber si tenía interés en presentar un alegato -podía hacerlo- para el que tendría el mayor respaldo 
jurídico. 


Es decir, lo que se hará ahora -está bien y lo felicito al señor Ministro- no se hizo en la etapa anterior, y el 
señor Ministro no puede venir a decirnos que Uruguay hizo todos los esfuerzos para que la decisión del 
Tribunal Supremo fuera diferente. Además, si el Ministerio hizo todos los esfuerzos que dice el señor 
Ministro -le pido que me aclare cuáles fueron- para que el Tribunal Supremo tuviera una opinión diferente, 
imagínense qué tan eficaces han sido esas gestiones cuando, según el propio Ministro, la resolución del 
Tribunal es absolutamente inconsistente. 


Entonces, me queda una sensación y un gusto de que estamos tratando de pasar este momento sin mayor 
zozobra y, obviamente, no tenemos elementos de juicio para confirmar la acción y la actitud del Ministerio, 
porque si el señor Ministro los tiene debe proporcionarlos, y si no quiere publicitarlos, hace lo mismo que 
hizo hace quince minutos y pide que se suspenda la versión taquigráfica y nos dice: "Se habló con los 
Ministros Tal y Cual; la persona que fue con sólidos conocimientos jurídicos es la señora Tal y el señor Cual. 
Los documentos que llevaron fueron estos, que hicimos elaborar por el bufete Tal o por el abogado Cual, con 
una consulta al especialista en Derecho Constitucional o Internacional Tal". De esa manera, nosotros 
tendríamos un elemento que nos permitiría decir que a pesar de todo eso el Tribunal ha dictado una sentencia 
que es inconsistente; Uruguay hizo los esfuerzos, pero no logró absolutamente nada. 


Eso es lo que quiero saber. ¿No tengo derecho a saberlo? ¿Se me considera inhábil para conocer esos pasos 
tan importantes para el interés del Uruguay? Este es nuestro criterio. 


Reiteramos estas preguntas porque nos consta que las cosas que se sugirieron a Uruguay en ese proceso, no 
se hicieron, y queremos saber por qué no se hicieron. Esta es nuestra preocupación y tengo derecho a saber. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Muchas veces se escucha lo que uno quiere, 
y Otras lo que uno no quiere escuchar no lo escucha; es un derecho humano, y reconozco que hay 
derecho a hacerlo. 


Nosotros discutimos con la Cancillería española las eventuales consecuencias de interponer un recurso de 
casación como el que se presentó. Sin embargo, no podíamos obligar. 


SEÑOR TROBO.- No se trata de una casación, sino de un recurso de interés de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pido al señor Diputado Trobo que no interrumpa al señor Ministro. 


SEÑOR TROBO.- La casación no tiene nada que ver con el caso. La casación sería respecto del caso, y 
esto hace referencia a la generalidad. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Pido al señor Diputado Trobo que no me 
interrumpa. 


Hablé de los objetivos que se perseguían: casar las sentencias anteriores y declararlas... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


SEÑOR PRESIDENTE. Por esta vía no nos pondremos de acuerdo. Usted ya aclaró lo que quería; el 
Ministro tiene derecho... 


SEÑOR TROBO.- Yo insisto en lo que significa el recurso de interés de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no se debe aclarar nada, porque todos estamos en conocimiento de 
eso. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- La información que se nos proporcionó fue 
la que di. Lo dijo -lo puedo señalar- la Encargada de Emigración, Consuelo Rumí, y el Viceministro de 
Relaciones Exteriores, Bernardino León, con quien nos reunimos -hay testigos; diplomáticos que no 
pertenecen a mi sector político presenciaron las dos reuniones que mantuve con estas personas- e insistí 
por todos los medios para que no se interpusiera ese recurso, porque partí de la base de que era el 
dictamen que iba a salir si había una acción del Estado español en el sentido de declarar que era 
doctrina legal la que dictaba dicho Tribunal Supremo. Y fue la que salió, hubiera o no fundamento 
jurídico, porque lo que intentaba el gobierno español era impedir que los uruguayos ganaran juicios en 
los tribunales provinciales, y lo hicimos. 


Quiero decir que la pieza fundamental con la que trabajé para transmitir cuál era la base jurídica, fue la mejor 
que encontré, que es el dictamen del Tribunal Supremo de Valencia. Se trata de una pieza formidable porque 
recoge absolutamente toda la argumentación susceptible de ser hecha por los mejores juristas y que está muy 
bien articulada. Además, es el fallo del Tribunal; no es solo la opinión de un abogado o de un conjunto de 
abogados, sino lo que opina un Tribunal de la dimensión del Tribunal Supremo de Valencia. Y ese fue el que 
hice llegar. 


No voy a decir los nombres de las personas a través de las cuales hice llegar eso, porque me parece insólito 
que se pregunte una cosa así. En realidad, insólito no, empleé mal la palabra y pido disculpas. Se puede 
preguntar, pero sería incorrecto de mi parte que yo dijera que utilicé los servicios de Fulano y de Mengano 
para entregar esto a tal o cual persona, aun sin la versión taquigráfica. Está probado que a veces no hay 
versión taquigráfica y las cosas se comentan afuera. Yo soy Canciller de este país y guardo respeto por las 
personas a las que he pedido que buenamente actuaran a favor de los ciudadanos uruguayos, interponiendo 
sus conocimientos y contactos para que se supiera la opinión del Gobierno uruguayo. 


Y dejo la cosa aquí; vamos a ver qué resultados da hacia el futuro. Yo espero que se pueda interponer el 
recurso de amparo, que el mismo sea recibido y admitido a trámite porque, como informé a la Comisión, la 


propia jurista española que asesora a la persona involucrada sostiene que otros juristas le han dicho que 
puede no estar legitimada para actuar. Esta versión la puedo dar a la Comisión y la transmito en forma muy 
clara: el viernes a la noche la Cónsul de Madrid se contactó con el doctor Gros Espiell y transmitió lo que yo 
le había planteado, que aunque fuera rechazado no había otra cosa que hacer que presentar el recurso de 
amparo y que convenciera a esta persona que había que hacerlo, aunque no teníamos la seguridad de que 
fuera admitido a trámite. Estas cosas ya son manejadas en los Tribunales y se van a conocer. 


Yo, en materia de defender los derechos de mis ciudadanos en el exterior, no le cedo la derecha a nadie, en el 
sentido de ser el que actúa primero. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Quisiera hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los miembros de la Comisión si no tienen inconveniente 
en que haga uso de la palabra el señor Diputado quien no es miembro de la misma. 


(Apoyados) 


Tiene la palabra el señor Diputado Olano Llano. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Agradezco a la Comisión la posibilidad de conversar con el señor Ministro 
y sus asesores, a quienes saludo. 


Quiero plantear el tema -la Comisión y quienes nos visitan decidirán si esta es la oportunidad de hacerlo- de 
lo que sucedió el 30 de octubre en Yaguarón con la detención del Cónsul. He elevado un pedido de informes 
al respecto, pero todos sabemos que lleva un trámite y demora. Me parece un hecho importante, por lo que la 
semana pasada iba a solicitar a la Comisión que el señor Ministro nos visitara para tratar el tema, pero me 
enteré de que concurría en el día de hoy. Entonces, me pareció oportuno aprovechar esta oportunidad para 
considerar este asunto. Sé que es un poco tarde, así que no tengo inconveniente en que lo tratemos en otra 
oportunidad. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Presumí que este tema se iba a plantear y 
traje todos los materiales relacionados con lo que hemos actuado hasta el día de hoy. 


La señora Subsecretaria recibió un informe directo del Cónsul afectado y me lo comunicó inmediatamente. 
Actuamos en la forma más rápida posible para que el Cónsul General del Área que está en Porto Alegre se 
plantara ante la Sección respectiva de Itamaraty en Porto Alegre para pedir aclaraciones sobre la conducta 
actuada. El Embajador César Ferrer, Director para Asuntos Consultares, elaboró un texto que podemos enviar 
al señor Diputado. Además, dimos instrucciones a nuestra representación diplomática en Brasil para que 
presentara lo que puede llamarse una nota de protesta ante la Cancillería brasileña, a la que voy a dar lectura. 


Dice así: "La Embajada de la República Oriental del Uruguay presenta sus más atentos saludos al Honorable 
Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Federativa del Brasil, y tiene el honor de poner en 
conocimiento de esa Cancillería su profunda preocupación en relación a los hechos acaecidos el pasado día 
30 de octubre de 2006, en la ciudad de Jaguaráo, Estado de Río Grande do Sul; que afectaran al señor Cónsul 
de Distrito del Uruguay en dicha ciudad, Dr. Pedro Valenzuela.- La probable lesión de la normativa que 
protege el ejercicio de la actividad consular, así como la necesidad de dar solución al tema y evitar la 
reiteración de tales hechos, en el marco de las excelentes relaciones existentes entre nuestros dos países a 
todo nivel; justifican a juicio de esta Misión Diplomática el interés y la preocupación señalados.- En virtud de 
lo expuesto, esta Misión Diplomática solicita mantener los contactos necesarios a tal efecto con ese 
Ministerio, a través de los canales pertinentes [...]". Luego siguen los saludos. 


Esto es lo que hasta el presente hemos hecho. Está en marcha una investigación a cargo de nuestro Cónsul 
General en Porto Alegre para determinar exactamente qué fue lo que ocurrió, porque los argumentos que nos 
llegan refieren a que éste no sería el primer incidente que habría tenido nuestro Cónsul de Distrito, pero 
nosotros juzgamos que se deben más a la acción de la Receita Federal que actúa parando camiones y 
poniendo obstáculos para que ingrese la mercadería uruguaya lo que en determinado momento puede llevar, 
no a un altercado sino a un cambio de palabras. Pero meterlo preso y tenerlo dos horas detenido es violar la 


Convención de Viena y el derecho que tiene el personal diplomático. Eso fue lo que se quiso expresar al 
presentar la nota ante el Gobierno brasileño, la que queda a disposición del señor Diputado Olano Llano. El 
Embajador César Ferrer, Encargado de la Sección Consular, se la puede hacer llegar cuando lo necesite. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Agradecería que se me facilitara esa información. Los datos que tengo 
coinciden con esa información. Quizás yo tenga un poquito más de conocimiento de la frontera porque 
soy fronterizo y sé de la situación que se ha vivido históricamente y la que se vive ahora, que es un 
tanto particular. De un tiempo a esta parte el histórico flujo de mercaderías desde Brasil hacia 
Uruguay se ha revertido por un tema de cambio y por la apertura de los "free shops", y tal vez esto 
tenga algo que ver con la presión de las autoridades brasileñas en la cabecera del puente que años atrás 
no existía. Yo le agrego si nos puede acercar esa información, porque me parece importante. Creo que 
es la misma que tengo yo y se refiere a detención de tres horas, incomunicación de los familiares, 
etcétera, que es violatoria del Tratado de Viena. Esto ocurrió el 30 de octubre y quisiera saber en qué 
fecha fueron tomadas las acciones que el señor Ministro ha mencionado por parte de la Cancillería. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Los datos están en los documentos. Tenemos 
la fecha del informe, porque nos informó el Cónsul de distrito, y a partir de allí, hemos actuado 
nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho al señor Ministro y a todo el equipo de Cancillería. Más 
allá de las opiniones, que en una sociedad democrática siempre existen, ha sido una jornada de trabajo 
en buenos términos. Quedamos convocados los miembros de la Comisión para el próximo miércoles a 
la hora 13 y 30. Adelantamos la hora de la Comisión, porque, tal cual se había solicitado, a las 13 y 30 
tendremos la comparecencia, con respecto al Parlamento del MERCOSUR, del doctor Martín Risso 
Ferrand y a las 14 y 30 del doctor Gonzalo Aguirre. Asimismo, seguimos haciendo trámites para que 
concurran el doctor Korzeniak y el doctor Cajarville. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


